
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 
NÚMERO 060 DE 2025 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 15 de 
la Ley 1909 de 2018 sobre el derecho de acceso a 
medios de comunicación para las organizaciones 

declaradas en oposición frente a alocuciones 
Presidenciales.

Bogotá, D. C., julio de 2025
Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Proyecto de Ley Estatutaria número 

060 de 2025 Cámara, por medio del cual se 
modifica el artículo 15 de la Ley 1909 de 2018 sobre 
el derecho de acceso a medios de comunicación 
para las organizaciones declaradas en oposición 
frente a alocuciones Presidenciales.

Respetado Secretario,
De conformidad con los artículos 139 y 140 de 

la Ley 5ª de 1992, y demás normas concordantes, 
presentó a consideración de la honorable Cámara de 
Representantes, el proyecto de ley estatutaria, por 
medio del cual se modifica el artículo 15 de la Ley 
1909 de 2018 sobre el derecho de acceso a medios de 
comunicación para las organizaciones declaradas 
en oposición frente a alocuciones Presidenciales.

Lo anterior, con la finalidad de que se sirva ordenar 
a quien corresponda, dar el trámite correspondiente 
conforme a los términos establecidos por la 
Constitución y la ley.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y  E S TAT U TA R I A

Cordialmente,

DIRECTORES:	
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.	 OBJETO
El presente proyecto de ley estatutaria tiene por 

objeto modificar el artículo 15 de la Ley 1909 de 
2018, con el fin de equilibrar el acceso a medios de 
comunicación frente a alocuciones Presidenciales, 
ampliando las garantías democráticas en el uso del 
espacio electromagnético, y permitiendo así que las 
organizaciones políticas declaradas en oposición 
puedan controvertir la posición del gobierno en 
las siguientes 48 horas, en los mismos medios, con 
igual tiempo, horario y espacios.

II.	 JUSTIFICACIÓN
ESTATUTO DE LA OPOSICIÓN, LEY 1909 

DE 2018
PRONUNCIAMIENTO Y ALOCUCIÓN 

PRESIDENCIAL
El artículo 112 de la Constitución Política, 

modificado por el Acto Legislativo 01 de 2015, 
estableció el ejercicio de la oposición política como 
una función de los partidos y movimientos políticos 
para que se declaren en oposición al gobierno de 
turno, y encargó al Congreso de la República su 
reglamentación. Así las cosas, se expidió la Ley 
1909 de 2018, por medio de la cual se adopta el 
Estatuto de la oposición política y algunos derechos 
de las organizaciones políticas independientes.

Artículo 112. <Artículo modificado por el 
artículo 5° del Acto Legislativo 1 de 2003. El nuevo 
texto es el siguiente:> Los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica que se declaren en 
oposición al gobierno, podrán ejercer libremente la 
función crítica frente a este, y plantear y desarrollar 
alternativas políticas. Para estos efectos, se les 
garantizarán los siguientes derechos: el acceso 
a la información y a la documentación oficial, 
con las restricciones constitucionales y legales; 
el uso de los medios de comunicación social del 
Estado o en aquellos que hagan uso del espectro 
electromagnético de acuerdo con la representación 
obtenida en las elecciones para Congreso 
inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos 
medios de comunicación.

La oposición política desempeña un papel crítico 
al ser ejercida por los partidos y movimientos 
políticos que no forman parte del gobierno en 
turno. Esto contribuye al desarrollo de políticas y 
al ejercicio del control sobre las acciones del poder 
ejecutivo.1

Si bien el modelo de democracia adoptado con 
la Constitución Política de 1991 es participativo y 
pluralista, lo cual beneficia a todos los sectores de la 
población y les permite participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político, es cierto que 

1	  	 Ley 1909 de 2018, artículo 4°. Finalidades. La 
oposición política permite proponer alternativas polí-
ticas, disentir, criticar, fiscalizar y ejercer libremente el 
control político a la gestión de gobierno, mediante los 
instrumentos señalados en el presente Estatuto, sin per-
juicio de los derechos consagrados en otras leyes.

los principales beneficiarios de esta regulación serán 
los partidos y movimientos políticos con personería 
jurídica que decidan declararse en oposición o 
independientes frente a un nuevo gobierno.

Dentro de las Corporaciones Públicas, y en 
particular en el Congreso de la República, el 
ejercicio de la función pública se facilita a través de 
las bancadas. Un ejemplo de esto se encuentra en el 
artículo 19 del Estatuto mencionado, el cual otorga 
el derecho a los voceros de las bancadas de las 
organizaciones políticas declaradas en oposición a 
determinar el orden del día de las sesiones Plenarias 
y de las Comisiones permanentes en un número 
determinado de ocasiones.

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE 
LA LEY 1909 DE 2018

La Corte Constitucional, mediante Sentencia 
C-018 de 2018, al realizar el estudio previo 
de constitucionalidad de la Ley 1909 de 2018, 
pronunciamiento que tiene una ratio decidendi 
vinculante en su interpretación, por la naturaleza de 
la norma y la categoría de la sentencia, estableció 
que la limitante de permitir solo tres veces al año, 
la intervención de la oposición, es consecuencia de 
la potestad de configuración del legislador, en este 
caso, se amplía la facultad de participación, para las 
organizaciones declaradas en oposición, de acuerdo 
a los pronunciamientos que requieran contradicción. 
A continuación, se transcribe literalmente el 
pronunciamiento en dicha sentencia:

“Realizar alocuciones oficiales en medios 
de comunicación en casos de alocuciones 
Presidenciales tendrá un límite de tres veces al año. 
Sobre dicho límite, no encuentra la Corte reproche 
alguno de constitucionalidad, al encontrarse dicho 
límite dentro del amplio margen de configuración 
del legislador. En este mismo sentido, el legislador 
estatutario encontró justificada dicha limitación, 
en tanto “el espectro del deber del Jefe de Estado 
de mantener informado a los ciudadanos y de 
difundir las posturas oficiales es mayor que lo que 
corresponde a la legítima contradicción política; 
e incluso, en muchas ocasiones hace referencia a 
temas de trascendencia nacional en donde no resulta 
oportuno ni procedente la contradicción, como 
podrían ser los relativos a calamidades públicas”.

Ahora bien, si se tiene en claro que el número de 
alocuciones atiende a la potestad de configuración 
del legislador, vale la pena preguntarse cómo 
optimizar el mandato democrático, buscando que las 
organizaciones declaradas en oposición obtengan 
una participación equilibrada frente al gobierno 
de turno. Para ello, resulta importante resaltar la 
relación entre democracia y participación:

192. Estas implicaciones, plasmadas en 
diversos apartes de la Carta e identificadas por 
la jurisprudencia constitucional, demuestran la 
existencia de un vínculo inescindible entre la 
democracia y la participación, entendida esta 
última como principio definitorio de la Constitución, 
derecho y fin esencial del Estado, en virtud del cual 
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se debe “facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación”.

193. La relación entre estos principios 
constitucionales ha sido objeto de pronunciamiento 
de la Corte, en el sentido de que, el carácter 
participativo del modelo democrático permite a las 
personas definir el “destino colectivo” mediante la 
intervención “en los distintos escenarios, materias 
y procesos de la vida institucional y social del 
país”. Dicha garantía, además de imprimir a la 
democracia un carácter “expansivo y universal”, 
implica para su realización el reconocimiento de 
derechos constitucionalmente establecidos que 
tornan efectiva la participación de los ciudadanos. 
Así, por ejemplo, el artículo 40 Superior, prescribe 
el derecho general que tiene todo ciudadano 
a participar en la conformación, ejercicio y 
control de poder político, así como los derechos 
particulares que se derivan de dichas facultades, 
las cuales, en todo caso, deben realizarse mediante 
las formas democráticas constitucionalmente 
instituidas: democracia participativa y democracia 
representativa2.

De tal suerte, equilibrar las intervenciones frente 
a alocuciones Presidenciales termina siendo una 
forma de profundizar en la democracia participativa.

“(…). El fortalecimiento y la profundización 
de la democracia participativa fue el designio 
inequívoco de la Asamblea Nacional Constituyente, 
luego traducido en las disposiciones de la Carta 
Política que ahora rige el destino de Colombia y de 
las que se infiere el mandato de afianzar y extender 
la democracia tanto en el escenario electoral como 
en los demás procesos públicos y sociales en los 
que se adopten decisiones y concentren poderes 
que interesen a la comunidad por la influencia que 
puedan tener en la vida social y personal.

La democratización del Estado y de la 
sociedad que prescribe la Constitución no es 
independiente de un progresivo y constante esfuerzo 
de construcción histórica que compromete a los 
colombianos - en mayor grado, desde luego, a las 
instituciones públicas y a los sujetos privados que 
detentan posiciones de poder social o político - y 
de cuyo resultado se derivará la mayor o menor 
legitimidad de las instituciones, no menos que la 
vigencia material de la Carta y la consecución y 
consolidación de la paz pública”3.

Garantías de participación y oposición política 
en la Constitución Política de 1991:

En el artículo 112 de la Constitución de 1991 se 
hace referencia de forma explícita de los derechos 
de participación, acceso a la información y presencia 
institucional de la oposición. Adicional, existen 
otras disposiciones constitucionales que buscan 
garantizar el ejercicio de los derechos democráticos 
de los partidos y movimientos de oposición.

2	  	 Corte Constitucional, Sentencia C-018 de 2018.
3	  	 Corte Constitucional, Sentencia C-018 de 2018.

Se trata de las siguientes:
-	 Artículo 1°: definición de Colombia 

como un Estado Social de Derecho, democrático, 
participativo y pluralista.

-	 Artículo 2°: se consagran dentro de los 
fines del Estado, garantizar la participación de todos 
en las decisiones de la vida económica, política y 
cultural del Estado.

-	 Artículo 40: derecho de todo ciudadano a 
participar en la conformación, ejercicio y control del 
poder político.

III.	 CUADRO COMPARATIVO

LEGISLACIÓN 
VIGENTE.

PROYECTO DE 
LEY

ARTÍCULO 15. 
ACCESO A MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN 
EN ALOCUCIONES 
PRESIDENCIALES. 
Cuando el Presidente 
de la República haga 
alocuciones oficiales en 
medios de comunicación 
que usan el espectro 
electromagnético, las 
organizaciones políticas 
declaradas en oposición 
al Gobierno nacional, 
tendrán en el transcurso 
de las siguientes 
cuarenta y ocho (48) 
horas, en los mismos 
medios, con igual tiempo 
y horario, espacios 
para controvertir la 
posición del gobierno. 
Esta opción tendrá un 
límite de tres veces en 
el año. De no ser posible 
construir un acuerdo 
entre las organizaciones 
políticas declaradas en 
oposición, el tiempo será 
distribuido en proporción 
a su representación en el 
Congreso.

PARÁGRAFO. La 
Autoridad Electoral 
reglamentará la materia, 
así como las condiciones 
en que este derecho 
pueda extenderse al 
ejercicio de la oposición 
a las administraciones 
d e p a r t a m e n t a l e s , 
distritales y municipales.

ARTÍCULO 15. 
ACCESO A MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN 
EN ALOCUCIONES 
PRESIDENCIALES . 
Cuando el Presidente de la 
República haga alocuciones 
oficiales en medios de 
comunicación que usan el 
espectro electromagnético, 
las organizaciones políticas 
declaradas en oposición al 
Gobierno nacional, tendrán 
en el transcurso de las 
siguientes cuarenta y ocho 
(48) horas, en los mismos 
medios, con igual tiempo 
y horario, espacios para 
controvertir la posición del 
gobierno. De no ser posible 
construir un acuerdo 
entre las organizaciones 
políticas declaradas en 
oposición, el tiempo será 
distribuido en proporción 
a su representación en el 
Congreso.

PARÁGRAFO. La 
Autoridad Electoral 
reglamentará la materia, 
así como las condiciones 
en que este derecho 
pueda extenderse al 
ejercicio de la oposición 
a las administraciones 
d e p a r t a m e n t a l e s , 
distritales y municipales.

IV.	 SITUACIONES QUE PODRÍAN 
GENERAR CONFLICTO DE INTERÉS

II.	 CONFLICTO DE INTERESES.
De conformidad con el artículo 3° de la Ley 

2003 del 19 de noviembre de 2019, por la cual se 
modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan 
otras disposiciones, que establece que tanto el autor 
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del proyecto y el ponente dentro de la exposición 
de motivos, deberán incluir un acápite que describa 
las circunstancias o eventos que podrían generar 
un conflicto de interés para la discusión y votación 
del proyecto, sirviendo de guía para que los otros 
Congresistas tomen una decisión en torno, si se 
encuentran incursos en una causal de impedimento, 
no obstante, otras causales que el Congresista pueda 
encontrar.

En ese orden de ideas, el presente proyecto de 
ley, por ser de carácter general, no configura un 
beneficio particular, actual y directo para ningún 
Congresista, teniendo en cuenta que, la propuesta 
pretende modificar el artículo 15 de la Ley 1909 
de 2018, con el fin de equilibrar el acceso a medios 
de comunicación en alocuciones Presidenciales, 
ampliando las garantías democráticas en el uso del 
espacio electromagnético, y permitiendo así que las 
organizaciones políticas declaradas en oposición 
puedan controvertir la posición del gobierno en 
las siguientes 48 horas, en los mismos medios, con 
igual tiempo, horario y espacios.

Finalmente, sobre los conflictos de interés resulta 
importante recordar lo señalado por el Consejo 
de Estado que, en la Sala Plena Contenciosa 
Administrativa del honorable mediante Sentencia 
02830 del 16 de julio de 2019, M.P. Carlos Enrique 
Moreno Rubio, señaló que:

“No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que solo lo 
será aquél del que se pueda predicar que es directo, 
esto es, que per se el alegado beneficio, provecho 
o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue 
conocido por el legislador; particular, que el mismo 
sea específico o personal, bien para el Congresista 
o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento 
en que ocurrió la participación o votación del 
Congresista, lo que excluye sucesos contingentes, 
futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que 
el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, 
económico o moral, sin distinción alguna”.

En el mismo sentido, es pertinente señalar lo que 
la Ley 5ª de 1992 dispone sobre la materia en el 
artículo 286, modificado por el artículo 1° de la Ley 
2003 de 2019:

“Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un 
proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo 
a favor del Congresista.

a) 	 Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones 
a favor del Congresista de las que no gozan el resto 
de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente 
vinculado.

b) 	 Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y existentes 

al momento en el que el Congresista participa de la 
decisión.

c) 	 Beneficio directo: aquel que se produzca 
de forma específica respecto del Congresista, de 
su cónyuge, compañero o compañera permanente, 
o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil”.

Es de aclarar que, la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente 
al trámite del presente proyecto de ley estatutaria, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 
5ª de 1992, no exime del deber del Congresista de 
identificar otras causales adicionales.

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 
NÚMERO 060 DE 2025

CÁMARA DE REPRESENTANTES
por medio del cual se modifica el artículo 15 de 

la Ley 1909 de 2018 sobre el derecho de acceso a 
medios de comunicación para las organizaciones 

declaradas en oposición frente a alocuciones 
Presidenciales.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 15 de la ley 
1909 d 2018, así:

Artículo 15. Acceso a medios de comunicación 
en alocuciones Presidenciales. Cuando el Presidente 
de la República haga alocuciones oficiales en 
medios de comunicación que usan el espectro 
electromagnético, las organizaciones políticas 
declaradas en oposición al Gobierno nacional, 
tendrán en el transcurso de las siguientes cuarenta 
y ocho (48) horas, en los mismos medios, con igual 
tiempo y horario, espacios para controvertir la 
posición del gobierno. De no ser posible construir 
un acuerdo entre las organizaciones políticas 
declaradas en oposición, el tiempo será distribuido 
en proporción a su representación en el Congreso.

Parágrafo. La Autoridad Electoral reglamentará 
la materia, así como las condiciones en que este 
derecho pueda extenderse al ejercicio de la oposición 
a las administraciones departamentales, distritales y 
municipales.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su sanción y promulgación y 
deroga las disposiciones que sean contrarias.

Cordialmente,
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* * *

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 070 DE 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se fomenta el apoyo estatal a 
la radiodifusión sonora comunitaria en Colombia y 

se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 23 de Julio de 2025
Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Radicación Proyecto de Ley 

número 070 de 2025 Cámara.
En nuestra condición de integrantes del Congreso 

de la República y en uso del derecho consagrado 
en el artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, por su digno conducto nos permitimos 
poner a consideración de la honorable Cámara de 
Representantes el siguiente proyecto de ley, por 
medio de la cual se fomenta el apoyo estatal a la 
radiodifusión sonora comunitaria en Colombia y 
se dictan otras disposiciones. (Fomento Emisoras 
Comunitarias 2.0)

Cordialmente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 070 2025 
CÁMARA

por medio de la cual se fomenta el apoyo estatal 
a la radiodifusión sonora comunitaria en Colombia 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto promover y fortalecer la radiodifusión 
sonora comunitaria en Colombia, reconociendo su 
papel esencial en la promoción de la participación 
ciudadana, la diversidad cultural y el desarrollo 
comunitario.
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Artículo 2°. Fondo de Fomento del Servicio 
de Radiodifusión Sonora Comunitaria. Créase 
el Fondo de Fomento para el Servicio de 
Radiodifusión Sonora Comunitaria, administrado 
por el Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones (MinTIC), para apoyar a 
las Comunidades Organizadas concesionarias de 
emisoras comunitarias para financiar proyectos, 
renovación de equipos, adquisición de equipos, 
capacitación, estrategias de bienestar mental y 
emocional para quienes ejercen la actividad, y 
adecuaciones de infraestructura y tecnológicas, 
como es el caso de la conectividad .

Parágrafo. Los recursos del fondo previsto en 
este artículo provendrán de las siguientes fuentes:

1. 	 El Presupuesto General de la Nación.
2. 	 Los recursos que aporten las entidades 

públicas o personas naturales o jurídicas de derecho 
privado, mediante convenios y donaciones.

3. 	 Las donaciones o aportes de organizaciones 
internacionales o nacionales.

Artículo 3°. Fortalecimiento del Servicio de 
Radiodifusión Sonora Comunitaria. Se incluirán 
las campañas estatales de todos los niveles 
territoriales en los planes de medios de cada entidad 
con el fin de que se destinen recursos económicos 
a las radios comunitarias para su fortalecimiento 
asegurando el desarrollo de objetivos comunitarios. 
En los planes de desarrollo a nivel municipal, 
distrital y departamental se incluirá el servicio 
público de radiodifusión sonora comunitaria como 
proyecto estratégico para la democracia local y la 
participación ciudadana y comunitaria.

Artículo 4°. Acceso a Capacitación y Asesoría. 
El Estado colombiano, a través del Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
y en coordinación con instituciones educativas, 
ofrecerá programas de capacitación y asesoría técnica 
gratuita a los operadores de emisoras comunitarias, 
en áreas como producción de contenidos, gestión 
administrativa, sostenibilidad financiera y uso 
de tecnologías de la información. La Agencia 
Nacional del Espectro ANE, prestará asesoría en los 
aspectos técnicos que deban de tener las emisoras 
comunitarias, como medidas preventivas que eviten 
su sanción de acuerdo a la legislación vigente.

Artículo 5°. Mecanismos para agilización del 
Licenciamiento. El Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones simplificará y 
agilizará los trámites para la obtención y renovación 
de licencias para emisoras comunitarias, asegurando 
la transparencia y equidad en los procesos de 
asignación de frecuencias.

Parágrafo. La duración de las concesiones no 
pueden ser inferiores a las establecidas para los 
demás servicios de telecomunicaciones.

Artículo 6°. Pauta institucional. Las Empresas 
Sociales del Estado, Los Departamentos, las entidades 
del Orden Departamental, Las Alcaldías Municipales 
o Distritales, las Entidades del Orden Municipal o 

Distrital, las Alcaldías Locales o Menores, según su 
denominación territorial, los Concejos Distritales o 
Municipales, entre otras entidades, deberán destinar 
como mínimo el treinta y tres por ciento (33 %) del 
presupuesto para la comunicación institucional a las 
emisoras comunitarias, legalmente constituidas en 
los territorios.

Artículo 7°. Exenciones y Beneficios 
Tributarios. Las emisoras comunitarias estarán 
exentas del pago de impuestos sobre la renta y del 
impuesto al valor agregado (IVA) en la adquisición 
de equipos y materiales necesarios para su operación. 
Adicionalmente, el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones establecerán 
incentivos fiscales para las empresas que patrocinen 
o donan recursos a estas emisoras.

Parágrafo. Se reglamentarán tarifas diferenciales 
basadas en potencia y población para el cobro de 
los derechos de autor, que de todas maneras no 
sobrepasará medio salario mínimo por anualidad.

Artículo 8°. Espacios para la Participación 
Ciudadana. Las emisoras comunitarias deberán 
reservar un porcentaje de su programación para 
la participación de organizaciones comunitarias, 
grupos culturales, educativos y sociales, facilitando 
así la inclusión y la diversidad de voces en el medio.

Artículo 9°. Programación en emisoras 
comunitarias étnicas. Las emisoras comunitarias 
étnicas deben enfocar su contenido en responder 
a las necesidades comunicativas de las diversas 
comunidades étnicas, contribuyendo al 
fortalecimiento y reconocimiento de su identidad 
cultural. Su programación debe impulsar las 
manifestaciones tradicionales de estos pueblos con 
el fin de conservar su patrimonio cultural, social, 
espiritual y económico, incluyendo sus costumbres, 
estructuras institucionales y formas de organización, 
como instrumento de cohesión y armonía social 
que favorece la construcción de paz y el diálogo 
intercultural entre las comunidades étnicas y la 
sociedad colombiana.

A través del Servicio Público de Radiodifusión 
Sonora Comunitario Étnico podrá transmitirse 
publicidad, divulgación política y propaganda 
electoral de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 56 de la Ley 1341 de 2009, así como en 
el parágrafo del artículo 24 Ley 996 de 2005 o la 
norma que las modifique, sustituya o derogue.

También podrá darse crédito a quienes hayan 
dado patrocinios, auspicios y apoyos financieros 
para determinada programación, siempre que no se 
trate de personas cuyas actividades o productos esté 
prohibido publicitar.

Artículo 10. Programación Educativa y 
Cultural. Las emisoras comunitarias promoverán 
la producción y difusión de contenidos educativos 
y culturales que fortalezcan la identidad local y 
nacional, contribuyendo al desarrollo integral de sus 
audiencias; estos programas serán financiados por el 
Ministerio de las Culturas, los Artes y los Saberes.
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Artículo 11. Consejo Nacional de Radio 
Comunitaria. Créase el Consejo Nacional de Radio 
Comunitaria, como un espacio de colaboración 
y articulación entre las emisoras comunitarias 
del país, para el intercambio de experiencias, 
contenidos, recursos; y para el fortalecimiento de 
la participación territorial los consejos de radio 
comunitaria departamentales y municipales, en 
donde se concerten procesos de fortalecimiento a las 
radios comunitarias como expresión y escenarios de 
la participación comunitaria.

Artículo 12. Observatorio de Emisoras 
Comunitarias. Créase el Observatorio de Emisoras 
Comunitarias, encargado de monitorear y evaluar 
el impacto del Servicio de Radiodifusión Sonora 
Comunitaria en sus comunidades, así como la 
implementación de las políticas y programas de 
apoyo establecidos por esta ley.

Artículo 13. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, presentará al 
Congreso de la República un informe anual sobre 
el estado y desarrollo del Servicio de Radiodifusión 
Sonora Comunitaria en Colombia, incluyendo el uso 
de los recursos del Fondo de Fomento y los resultados 
del Observatorio de Emisoras Comunitarias.

Artículo 14. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará la presente ley en un plazo no 
mayor a seis (6) meses a partir de su promulgación.

Artículo 15. Vigencia y derogaciones. La 
presente ley rige a partir de su promulgación y 
sanción, derogando todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
PROYECTO DE LEY NÚMERO 070 DE 2025 

CÁMARA
por medio de la cual se fomenta el apoyo estatal a 

la radiodifusión sonora comunitaria en Colombia y 
se dictan otras disposiciones.

I. OBJETO DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley tiene por objeto fortalecer la 

prestación del Servicio de Radiodifusión Sonora 
Comunitaria en cuanto a su capacidad para promover 
la expresión ciudadana y la convivencia pacífica, 
facilitar el ejercicio del derecho a la información y 
a la comunicación, fomentar la participación plural 
en asuntos de interés público y en el reconocimiento 
de la diversidad cultural, con el fin de contribuir a la 
ampliación de la democracia y a la construcción de 
desarrollo humano en Colombia.

A fin de promover el fomento del Servicio de 
Radiodifusión Sonora Comunitaria se plantean 
disposiciones normativas específicas para mejorar 

las condiciones de las comunidades organizadas 
que prestan el servicio de radiodifusión sonora 
comunitaria, explicadas a continuación:

1. 	 Creación de un Fondo de Fomento: Este 
fondo proporcionará recursos financieros a las 
emisoras comunitarias, permitiéndoles mejorar 
su infraestructura, adquirir tecnología moderna y 
capacitar a su personal. El acceso a este fondo se 
gestionará de manera transparente y equitativa, 
asegurando que las emisoras más necesitadas 
reciban el apoyo necesario para su desarrollo y 
sostenibilidad.

2. 	 Exención de impuestos: La exoneración de 
impuestos para las emisoras comunitarias aliviará 
la carga financiera que enfrentan, permitiéndoles 
reinvertir esos recursos en la mejora de su 
programación y en la ampliación de sus servicios 
a la comunidad. Esta medida reconocerá el papel 
esencial que juegan estas emisoras en el desarrollo 
social y cultural de sus áreas de influencia.

3. 	 Promoción de espacios de participación 
ciudadana: La creación de foros y plataformas de 
participación ciudadana facilitará el involucramiento 
activo de la comunidad en la gestión y producción 
de contenidos de las emisoras. Estas instancias 
promoverán un modelo de gestión participativo, 
donde las decisiones sobre la programación 
y las actividades de la emisora se tomen de 
manera colaborativa, reflejando las necesidades y 
aspiraciones de la comunidad.

4. 	 Pauta Institucional no inferior al 33% 
del presupuesto: para comunicaciones de las 
Empresas Sociales del Estado, entidades del 
Orden Departamental, Entidades del Orden 
Municipal y/o Distrital., Alcaldías Municipales o 
Distritales, Alcaldías Locales o Menores, según su 
denominación territorial, Concejos Distritales y/o 
Municipales, Gobernaciones, entre otras.

Con estas medidas, se espera fortalecer el Servicio 
de Radiodifusión Sonora Comunitaria, reconociendo 
y potenciando su contribución al desarrollo social, 
cultural y educativo de sus comunidades. Al 
proporcionar los recursos y el apoyo necesarios, 
este proyecto de ley busca asegurar que las emisoras 
comunitarias puedan continuar desempeñando su 
crucial papel en la promoción de una sociedad más 
democrática, inclusiva y participativa.

Igualmente, se busca brindar estabilidad y 
seguridad jurídica a las comunidades organizadas 
que prestan el servicio de radio comunitaria, pues en 
la actualidad se encuentra únicamente reglamentado 
mediante una resolución ministerial, siendo 
necesaria una Ley de Medios Comunitarios.

II. ANTECEDENTES
El Servicio Comunitario de Radiodifusión 

Sonora contribuye a la ampliación y fortalecimiento 
de la democracia en Colombia y ejerce un papel 
importante de participación ciudadana en el espacio 
público.
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Según reseñas realizadas por Londoño Lugo, J. 
A. (2022) la radio comunitaria surge en Colombia 
a finales de la década de los 80 con el fin de 
satisfacer necesidades particulares en materia de 
telecomunicaciones de las comunidades de los 
municipios y ciudades en donde no se encontraban 
otras alternativas de comunicación, que informarán 
sobre los hechos cotidianos y que además posibilitará 
contribuir en la generación de procesos de desarrollo 
local. Posteriormente, y después de varios años de 
buscar ser reconocida legalmente, nace a la vida 
jurídica, la radio comunitaria, al ser expedida la Ley 
80 de 1993, en el parágrafo Primero del artículo 35.

Estas experiencias comunicativas que usan el 
espectro radioeléctrico son iniciativas de personas 
y de organizaciones sociales que veían que a 
través de la radio podían prestar un servicio social 
de comunicación a las comunidades en donde 
se carecía de estos servicios, ya fuera porque el 
Estado o los particulares a través de las concesiones 
no lo prestaban. Fue así que tales comunidades 
organizadas comenzaron a llenar estos vacíos 
fundando estaciones de radiodifusión sonora que 
empezaron a operar sin licencia del Ministerio de 
Comunicaciones. Podemos encontrar esta referencia 
histórica reseñada en las memorias del IV Encuentro 
de Radios Comunitarias: “En la década de los ochenta 
se da el surgimiento de emisoras en diferentes 
municipios y provincias de Colombia, ellas nacen 
con la necesidad de llenar vacíos comunicacionales 
en municipalidades, donde los medios, incluida la 
telefonía han sido ausentes en construir empresas 
comunicativas, populares y comunitarias. Personas 
inquietas de diversa condición social, conscientes de 
la importancia de las comunicaciones para satisfacer 
las necesidades humanas individuales y colectivas, 
en su mayoría empíricos, empezaron a poner en 
funcionamiento, por fuera de la ley, sus estaciones 
radiofónicas en amplitud Modulada (AM) y en 
Frecuencia Modulada” (Recorra, 1999: 19).

La sostenibilidad de las emisoras comunitarias
Hablar de sostenibilidad y medios de 

comunicación comunitarios, de manera particular 
en la radio y en la televisión en Colombia, supone 
acercarse a categorías que, de modo transversal, 
han estado presentes desde su aparición y a lo largo 
de su historia de más de dos décadas. Al hacer un 
recorrido por su trayectoria, encontramos momentos 
de mayor y menor visibilidad, los cuales muestran 
un recorrido no lineal que se puede ejemplificar 
a partir de cuatro momentos esenciales (Téllez 
Garzón, 2022).

La mirada desde la sostenibilidad se justifica 
por dos razones. De una parte, en la medida en que 
cuando nos acercamos a estos medios comunitarios 
el componente económico se privilegia sobre otros 
elementos que la conforman relacionados con el 
proyecto comunicativo que les da vida, la legislación 
existente, el respaldo de las audiencias a la cual 
se le atribuyen muchos de los problemas que hoy 
enfrentan.

El segundo argumento que justifica este abordaje, 
tiene que ver con la necesidad de hacer un alto en 
el camino, un ejercicio de distanciamiento para, 
de esta forma, intentar una comprensión de su 
realidad, en el “aquí y ahora”, dadas una serie de 
transformaciones que se han presentado a lo largo 
de su historia reciente y de cara al posconflicto por 
el trascendental papel que están llamados a jugar los 
medios de comunicación comunitarios y, de modo 
particular, las radios comunitarias con la firma del 
Acuerdo de Paz.

En Colombia se ha dado un desarrollo 
importante en permitir la creación de las emisoras 
comunitarias, que surgen por la presión social, 
normativa y jurisdiccional de las comunidades 
organizadas. Sin embargo el Estado y en especial 
el MinTIC, no ha generado una política pública 
de fomento y desarrollo de las mismas, ya que no 
es solo suficiente en dar las concesiones sino que 
también es importante la capacitación, los costos 
de montaje de las estaciones en donde deberían ser 
apoyadas por el Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y motivar a los 
gremios privados en invertir en sus campañas en las 
radios comunitarias para garantizar su sostenimiento 
e independencia económica.

El artículo 57 de la Ley 1341 de 2009 establece 
que los organismos y entidades del Sector Público 
incluirán, dentro de sus estrategias de comunicación 
integral de sus diferentes campañas de divulgación 
públicas de interés y contenido social, a las 
emisoras comunitarias como plataformas locales 
de difusión. Sin embargo la norma no previó 
que se deben destinar recursos económicos para 
la difusión de las campañas oficiales, lo que ha 
hecho que la disposición legal no cumpla con una 
finalidad positiva de sostenibilidad económica de 
las radios. El apoyo por parte del Gobierno nacional 
y de los gobiernos departamentales y municipales 
a las emisoras comunitarias para que se difundan 
campañas institucionales es poco y por lo general 
solicitan que se hagan sin costo alguno. Algunos 
ministerios y entidades territoriales contratan 
campañas institucionales y proyectos en la categoría 
de becas dirigidas a las radios comunitarias, son aún 
muy tímidos en materia de recursos económicos 
para estos propósitos. Por otra parte, el Estado no 
otorga ningún tipo de financiamiento para el montaje 
y entrada en operación de las estaciones de radio 
comunitarias.

En el año 2008, el Consejo Nacional de Política 
Económica y Social (Conpes), expidió el documento 
3506, que es el primer y tal vez único documento 
oficial que traza unas líneas de política pública 
para las emisoras comunitarias, en donde establece 
unas líneas de fortalecimiento a través de varios 
ministerios, en especial le dice al Departamento 
Nacional de Planeación que oriente a las autoridades 
de planeación de los entes territoriales que 
incluyan en los planes de desarrollo a las emisoras 
comunitarias para la promoción de las campañas 
institucionales con el fin de garantizar recursos 
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económicos para el sostenimiento de las emisoras, 
desafortunadamente este postulado solo quedó en 
buenas intenciones, ya que la mayoría de las líneas 
de política pública propuestas en el Conpes no se 
realizaron o se desarrollaron de manera precaria, 
a tal punto que las emisoras comunitarias -en su 
mayoría- se encuentran en crisis económica y con 
poca inversión del Estado.

Al ser las radios comunitarias un espacio de 
participación ciudadana, deberían tener un apoyo 
económico del Estado el cual se puede dar en el pago 
de la transmisión de las campañas institucionales e 
incluyéndose en los planes de medios de cada entidad 
estatal, ya que le corresponde a este garantizar la 
participación como un derecho fundamental. Incluir 
el fomento de la radio comunitaria como proyectos 
estratégicos en los planes de desarrollo territorial 
para el fortalecimiento de la democracia local y la 
participación ciudadana, es también un mecanismo 
efectivo de sostenibilidad social y económico para 
estos procesos comunicacionales comunitarios.

Se ha explicado en extenso, que estas emisoras 
enfrentan múltiples desafíos que limitan su capacidad 
de operación y sostenibilidad. En síntesis, entre los 
obstáculos más significativos se encuentran:

i) 	 Las limitaciones financieras, que dificultan 
la adquisición de equipos técnicos, el mantenimiento 
de las instalaciones y la remuneración de su personal.

ii) 	 La falta de capacitación adecuada es otro 
problema crítico, ya que impide que los operadores 
y productores de contenido desarrollen habilidades 
necesarias para ofrecer una programación de alta 
calidad.

iii) 	 Además, las barreras burocráticas para 
el licenciamiento y la regulación pueden ser 
prohibitivas, desalentando a potenciales emisoras y 
complicando la operación de las existentes.

Durante la instalación del Encuentro Nacional 
de Medios Alternativos, Comunitarios y Digitales: 
“Uniendo Voces”, el Presidente Gustavo Petro 
anunció que se destinará el 33,3% de pauta oficial 
para los medios independientes y alternativos del 
país.

TRÁMITES DE INICIATIVAS EN LA 
LEGISLATURA 2024-2025

Durante la Legislatura 2024 - 2025, se presentó 
esta iniciativa y le fue otorgado el radicado número 
226 de 2024, por medio de la cual se fomenta el 
apoyo estatal a la radiodifusión sonora comunitaria 
en Colombia y se dictan otras disposiciones. Bajo 
la autoría de la honorable Representante Mary Anne 
Andrea Perdomo y los Representantes Carolina 
Giraldo Botero, Haiver Rincón Gutiérrez, John Jairo 
González Agudelo.

Así mismo se radico otra iniciativa que le fue 
otorgado el radicado número 227 de 2024 Cámara: 
por medio de la cual se promueve el fortalecimiento 
del servicio público de radiodifusión sonora 
comunitaria, bajo la autoría de los Congresistas 
Robert Daza Guevara, Jael Quiroga Carrillo, 

Sandra Yaneth Jaimes Cruz, Carlos Alberto 
Benavides Mora, Etna Támara Argote Calderón, 
Ingrid Johana Aguirre Juvinao, Mary Anne Andrea 
Perdomo, Eduard Giovanny Sarmiento Hidalgo, 
Gabriel Ernesto Parrado Durán, Jorge Andrés 
Cancimance López, Leyla Marleny Rincón Trujillo, 
Aníbal Gustavo Hoyos Franco, Erick Adrián 
Velasco Burbano, Gabriel Becerra Yáñez, Alfredo 
Mondragón Garzón, Jairo Reinaldo Cala Suárez, 
Lina María Garrido Martín, Heráclito Landínez 
Suárez, Martha Lisbeth Alfonso Jurado, John Jair, 
González Agudelo, Álvaro Leonel Rueda Caballero, 
Jorge Hernán Bastidas Rosero, Alexánder Guarín 
Silva, Jorge Alberto Cerchiaro Figueroa, David 
Ricardo Racero Mayorca, fue radicado en esta 
corporación el 21 de agosto de la misma anualidad.

Como quiera que se unificaron las dos iniciativas 
anteriormente legislativas (226 de 2024 Cámara 
y 227 de 2024 Cámara) los ponentes designados 
organizaron dos audiencias públicas en la ciudad 
de Bogotá y Cali, audiencias en las cuales se contó 
nuevamente con la participación de representantes 
de las emisoras comunitarias y así como de las 
entidades y agremiaciones interesadas en estas 
iniciativas legislativas.

Como antecedente de esta iniciativa Legislativa 
Congresional, es pertinente señalar que el Proyecto 
de Ley número 226 de 2024 Cámara, fue radicado 
el 21 de agosto de 2024 en la Secretaría General 
de la Cámara de Representantes. Este proyecto fue 
tramitado en la Comisión Sexta, donde se presentó 
ponencia positiva para primer debate. Al finalizar la 
legislatura sin haberse debatido en dicha comisión, 
se determinó su archivo de conformidad con el 
artículo 190 de la Ley 5ª de 1992.

III. APLICACIÓN DE LA NORMATIVA Y 
BARRERAS IDENTIFICADAS

Las emisoras comunitarias, tienen actualmente 
las siguientes barreras para la prestación del servicio:

-	 Se les prohíbe constituir cadenas 
radiofónicas. Solo se les está permitido enlaces 
ocasionales o periódicos, siempre y cuando 
pertenezcan a una organización o asociación que 
agrupe emisoras comunitarias.

-	 Se les prohíbe la propaganda política, 
excepto en las campañas Presidenciales.

-	 A la potencia de operación se les establece 
un techo de 250 vatios, con algunas excepciones.

-	 Se le han asignado a las comunidades 
organizadas concesionarias una serie de obligaciones 
que hacen que la prestación del servicio sea complejo 
por las exigencias administrativas, como los reportes 
trimestrales y anuales que exige la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones respecto a costos e 
ingresos.

-	 Respecto a los derechos de autor la Resolución 
número 2614 de 2022, complejiza dicha obligación 
del concesionario comunitario, ya que adiciona a la 
autorización tradicional de las sociedades de gestión 
colectivas a la autorización directa de los titulares 
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de las obras previamente a cualquier uso público 
de éstas, lo que implica individualizar el repertorio 
de obras, interpretaciones, ejecuciones artísticas o 
fonogramas que administre dicha persona, generando 
un mayor desgaste administrativo y económico para 
la comunidad organizada concesionaria.

-	 Establecer frecuencias en el mismo canal a 
radios comunitarias cercanas hace que el servicio de 
radio comunitaria no se preste con calidad ya que las 
frecuencias se encuentran en un mismo.

IV. JUSTIFICACIÓN
El fomento del Servicio Comunitario de 

Radiodifusión Sonora
La Resolución número 415 de 2010, establecía 

que el servicio de radiodifusión sonora comunitaria, 
permite la comercialización a través de pauta a las 
emisoras comunitarias que van de 7 a 15 minutos por 
hora de programación, dependiendo de la categoría 
del municipio en donde se preste el servicio, lo cual 
fue modificado por la Resolución número 2614 
del 26 de julio de 2022. Producto de la presión 
social realizada por las organizaciones de la radio 
comunitaria colombiana se logra que esta restricción 
económica fuera eliminada y no haya restricción en 
este sentido.

También se permite el arriendo de espacios 
para programas radiales dentro de la parrilla de 
programación, siempre y cuando cumplan con lo 
establecido en los fines del servicio comunitario 
de radiodifusión y estén dentro de lo establecido 
en el manual de estilo y de ética de la emisora. 
Sin embargo, estas fuentes financieras no generan 
los suficientes ingresos para el mantenimiento del 
sector. Además, las emisoras carecen de estudios de 
audiencia que puedan ofrecer a los anunciantes y 
fomentar la contratación de publicidad. La situación 
de la radio comunitaria en Colombia, desde su 
creación ha sido difícil en materia de sostenibilidad 
económica. Si bien es cierto que algunas radios han 
logrado cierto punto de equilibrio esa no es la regla 
general.

Por eso las comunidades organizadas deben 
revisar sus modelos de gestión y hacerlos más 
amplios y articular con diferentes procesos sociales 
del territorio que permitan fortalecer los lazos 
solidarios y de sostenibilidad de las estaciones de 
radio. Un tema importante que se ha venido dando 
con el desarrollo de la radio comunitaria es lo 
referente a quienes laboran en las emisoras, en el 
sentido que no tienen las garantías laborales mínimas 
en su mayoría, ya que las radios no generan los 
recursos económicos suficientes para garantizarles 
a sus trabajadores las condiciones laborales legales, 
dando como resultado la desprotección social de los 
trabajadores de las emisoras que son en su mayoría 
líderes sociales.

Otro aspecto que no se debe dejar de lado, son 
los procesos de capacitación en producción radial 
para las comunidades organizadas concesionarias, 
las cuales deberían ser permanentes y sobre todo 
incorporar las nuevas tecnologías de la comunicación 
y tendencias de la información. Las realizadas hace 
algunos años por entidades como el Ministerio 
de Cultura y el MinTIC, han sido insuficientes y 
coyunturales.

Debería buscarse desde los entes rectores de 
la radio comunitaria la creación de procesos de 
formación permanentes y actualizados, que incluyen 
también temas técnicos, de administración y modelos 
de gestión modernos que sean coherentes con la 
finalidad de la radiodifusión sonora comunitaria. En 
el país, han surgido algunas experiencias de radios 
comunitarias por internet, especialmente en las 
ciudades. Estas tienen unos costos de montaje mucho 
menores que una estación en radio frecuencia. Aun 
así, la radio comunitaria en FM, sigue siendo vital 
en muchos territorios del país ya que la conectividad 
es aún baja e inclusive en muchos sectores de las 
ciudades no hay conectividad o no es eficiente.

Otra dificultad es respecto al pago de los 
derechos de autor, los cuales son bastante onerosos 
para las radios comunitarias y han ocasionado que 
los trámites de las comunidades organizadas ante el 
MinTIC queden paralizados al no estar al día con 
dichos pagos. Esta situación ha ocasionado inclusive 
el cierre de emisoras comunitarias. Esto sucedía en 
vigencia de la Resolución número 415 de 2010, a 
partir de la nueva norma existe una expectativa sobre 
su aplicación en la práctica en el tema de derechos 
de autor establecidos en la Resolución número 2614 
de 2022 en su artículo 34.

V. MARCO NORMATIVO DE LA 
RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA

El servicio de radiodifusión sonora comunitaria 
en Colombia se rige actualmente por las siguientes 
disposiciones legales:

•	 Título VIII de la Ley 1341 de 2009, por 
la cual se definen principios y conceptos sobre la 
sociedad de la información y la organización de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
(TIC), se crea la Agencia Nacional de Espectro y se 
dictan otras disposiciones y se refiere en su artículo 
57 al servicio comunitario de radiodifusión sonora.

•	 Resolución número 2614 del 26 de julio 
de 2022, en donde reglamenta el servicio público 
de Radiodifusión sonora, derogando la Resolución 
número 415 de 2010.

•	 Resolución número 175 de enero de 2021, 
en donde establece la obligación de reportar de 
manera anual y trimestral los costos e ingresos de 
los concesionarios de radiodifusión sonora.

•	 Resolución número 105 de 2020 de la 
Agencia Nacional del Espectro, por medio de la 
cual se planea y atribuye el espectro radioeléctrico 
en Colombia.

•	 Ley 2066 de 2020, por medio de la cual 
se establecen condiciones especiales para la 
normalización de cartera por única vez para los 
concesionarios de los servicios de radiodifusión 
sonora de interés público y comunitario y para los 
operadores del servicio de televisión comunitaria. 
El artículo 3° referente al pago de los derechos 
de autor y conexos, fue demandado pero la Corte 
Constitucional lo declaró exequible mediante 
Sentencia C-124-22.

•	 Plan Técnico Nacional de Radiodifusión 
Sonora Frecuencia Modulada (F.M.) de marzo de 
2020, actualizado según Resolución número 106 del 
27 de marzo de 2020.
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•	 La democratización de las comunicaciones 
ciudadanas en el marco de la Cumbre Mundial sobre 
la Sociedad de la Información (CMSI) celebrada en 
Ginebra (2003) y Túnez (2005).

La Ley 1341 de 2009 se limita al reconocimiento 
del sector, indican que “el servicio comunitario 
de radiodifusión sonora será un servicio de 
telecomunicaciones, otorgado mediante licencia y 
proceso de selección objetiva, previo cumplimiento 
de los requisitos y condiciones jurídicas, sociales y 
técnicas que disponga el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones”. Para 
conocer la naturaleza y las condiciones de prestación 
de estos servicios se hace necesario acudir a la 
normativa de desarrollo con rango infra legal.

El régimen jurídico específico de la radiodifusión 
comunitaria está contenido en la Resolución número 
2614 de 2022, que establece que estas emisoras 
prestan el servicio mediante su difusión en Frecuencia 
Modulada (FM), esto se desprende del artículo 18 
de la resolución en mención en donde establece la 
clasificación del servicio de radiodifusión sonora para 
las estaciones zonales restringidas y servicio local 
restringido clasificándolas como estaciones clase D. 
Según el art. 23 se considera que un servicio tiene la 
condición de comunitario “cuando la programación 
está orientada a generar espacios de expresión, 
información, educación, comunicación, promoción 
cultural, formación, debate y concertación que 
conduzcan al encuentro entre las diferentes 
identidades sociales y expresiones culturales de la 
comunidad, dentro de un ámbito de integración y 
solidaridad ciudadana y, en especial, a la promoción 
de la democracia, la participación y la divulgación 
de los derechos fundamentales de los colombianos 
que aseguren una convivencia pacífica”.

Además el precitado artículo señala “a través 
del Servicio Público de Radiodifusión Sonora 
comunitario podrá transmitirse publicidad, 
divulgación política y propaganda electoral de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de 
la Ley 1341 de 2009, así como el parágrafo del 
artículo 24 de la Ley 996 de 2005 6 o la norma que 
las modifique, sustituya o derogue. También podrá 
darse crédito a quienes hayan dado patrocinios, 
auspicios y apoyos financieros para determinada 
programación, siempre que no se trate de personas 
cuyas actividades o productos esté prohibido 
publicitar”.

VI. CONFLICTOS DE INTERÉS
El artículo 3° de la Ley 2003 de 2019 que modificó 

el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 señala que: “el 
autor del proyecto y el ponente presentarán en el 
cuerpo de la exposición de motivos un acápite que 
describa las circunstancias o eventos que podrían 
generar un conflicto de interés para la discusión 
y votación del proyecto”. Estos serán criterios 
guías para que los otros Congresistas tomen una 
decisión en torno a si se encuentran en una causal 
de impedimento, no obstante, otras causales que el 
Congresista pueda encontrar”.

En observancia de lo dispuesto en la norma citada, 
me permito señalar que no me encuentro incursa 
en ninguna causal o actuación que pudiera generar 
conflicto de intereses con el trámite y aprobación 
de esta iniciativa. Tampoco se evidencian motivos 
que puedan generar un conflicto de interés en los 
honorables Representantes a la Cámara para que 
puedan discutir y votar esta iniciativa de ley.

No obstante, podrían incurrir en conflicto de 
interés y deberán así declararlo, los Congresistas 
que puedan obtener beneficios directos o actuales 
del presente proyecto y su aprobación en lo referente 
a la prestación del Servicio de Radiodifusión 
Sonora Comunitaria o las demás disposiciones que 
se plantan en el articulado, así como su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes 
hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil.

Cordialmente,
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 068 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se crea el Sistema Nacional de 
Monitoreo de Agresores Sexuales de Menores de 

Edad y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, julio de 2025
Señor
PRESIDENTE
Honorable Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Radicación Proyecto de Ley 

número 068 de 2025 Cámara, por medio del 
cual se crea el Sistema Nacional de Monitoreo de 
Agresores Sexuales de Menores de Edad y se dictan 
otras disposiciones.

Honorable Presidente,
De conformidad con lo establecido en la Ley 5ª 

de 1992, me permito presentar para consideración de 
la honorable Cámara de Representantes el siguiente 
proyecto de ley, por medio de del cual se crea El 
Sistema Nacional de Monitoreo de Agresores 
Sexuales de Menores de Edad y se dictan otras 
disposiciones.

Cordialmente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 068 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se crea el Sistema Nacional de 
Monitoreo de Agresores Sexuales de Menores de 

Edad y se dictan otras disposiciones.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. 	 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Y JUSTIFICACIÓN

La protección de la integridad y bienestar de los 
menores de edad es una responsabilidad primordial 
de cualquier sociedad que aspira a ser justa y 
equitativa. Sin embargo, a lo largo del tiempo, se ha 
evidenciado un creciente problema relacionado con 
la agresión sexual hacia los menores, una realidad 
alarmante que demanda respuestas legislativas 

efectivas y sistemáticas. El presente proyecto de ley 
surge en respuesta a la urgente necesidad de abordar 
esta problemática de manera integral, estableciendo 
un marco legal que permita prevenir, monitorear 
y sancionar a aquellos individuos que representan 
una amenaza para la seguridad y bienestar de los 
menores de edad.

En primer lugar, es fundamental reconocer 
la gravedad y complejidad del problema de la 
agresión sexual hacia los menores de edad. Los 
informes y estudios disponibles indican un aumento 
preocupante en los casos de abuso sexual infantil, lo 
que subraya la necesidad de implementar estrategias 
efectivas para prevenir la ocurrencia de estos actos y 
proteger a los menores. La vulnerabilidad inherente 
de este grupo de la población hace imperativo que 
se tomen medidas específicas y contundentes para 
garantizar su seguridad y desarrollo integral.

Una de las principales dificultades que 
enfrentamos es la falta de un sistema unificado y 
eficiente para monitorear a aquellos individuos que 
han sido condenados por agresiones sexuales contra 
menores. La ausencia de un marco legal claro y la falta 
de coordinación entre las autoridades encargadas del 
seguimiento de agresores sexuales contribuyen a la 
repetición de estos delitos y a la perpetuación del 
riesgo para la sociedad. Este proyecto de ley busca 
cerrar esa brecha mediante la creación del Sistema 
Nacional de Monitoreo, proporcionando una 
estructura organizativa y procedimientos específicos 
para supervisar a los agresores sexuales de menores 
de edad de manera efectiva.

Otro aspecto relevante es la falta de regulación 
respecto a las obligaciones y restricciones 
específicas que deben cumplir los agresores sexuales 
condenados. La carencia de normativas claras deja 
un vacío que puede ser aprovechado por aquellos 
individuos propensos a reincidir. Este proyecto 
aborda este vacío legal estableciendo un Registro 
Nacional de Agresores y delineando las obligaciones 
precisas que deben cumplir, así como las sanciones 
que enfrentarán en caso de incumplimiento.

Asimismo, es necesario considerar la necesidad 
de equilibrar la protección de los menores con los 
derechos fundamentales de los propios agresores. 
Este proyecto de ley se esfuerza por garantizar 
un equilibrio adecuado, respetando los derechos 
constitucionales de los agresores mientras establece 
medidas necesarias para salvaguardar la seguridad 
de los menores de edad.

En conclusión, la ausencia de un marco legal 
integral y eficiente para abordar el problema de la 
agresión sexual contra menores de edad plantea 
riesgos significativos para la sociedad. Este proyecto 
de ley representa un paso crucial hacia la protección 
de los derechos fundamentales de los menores y la 
creación de un entorno más seguro y protector para 
su desarrollo.

Respecto de la justificación la creación del 
“Sistema Nacional de Monitoreo de Agresores 
Sexuales de Menores de Edad se fundamenta en la 
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imperante necesidad de abordar de manera integral 
y eficaz la creciente problemática de la agresión 
sexual contra la población infantil en nuestra 
sociedad. Esta iniciativa surge como respuesta a la 
obligación ética y legal de proteger a los menores 
de edad, quienes, por su naturaleza vulnerable, 
requieren medidas específicas y especializadas para 
garantizar su seguridad y bienestar.

1.	 Respuesta a una Realidad Alarmante:
Los informes y estadísticas revelan un aumento 

alarmante en los casos de agresión sexual hacia 
menores de edad, lo que refleja una problemática 
social de magnitudes preocupantes. La falta de un 
marco normativo sólido y unificado para abordar 
esta realidad contribuye a la impunidad y a la 
repetición de estos delitos. Este proyecto busca llenar 
ese vacío legislativo, estableciendo un conjunto 
de disposiciones que permitan la prevención, 
identificación y monitoreo de agresores sexuales.

2.	 Coordinación y Eficiencia en el Monitoreo:
La ausencia de un sistema nacional de 

monitoreo ha resultado en una falta de coordinación 
entre las autoridades responsables de seguir 
de cerca a los agresores sexuales. La creación 
de este sistema busca superar esta limitación, 
proporcionando una estructura organizativa clara 
que permita la colaboración efectiva entre entidades 
gubernamentales a nivel nacional.

3.	 Protección Preventiva de los Menores:
La prevención de la reincidencia es esencial para 

garantizar la seguridad de los menores de edad. 
Este proyecto establece un Registro Nacional de 
Agresores, que recopila información detallada sobre 
los condenados por agresión sexual a menores. 
La existencia de este registro permitirá a las 
autoridades anticiparse a posibles riesgos y tomar 
medidas preventivas adecuadas, protegiendo así a la 
población infantil de posibles amenazas.

4.	 Derechos Fundamentales y Garantías 
Constitucionales:

Es crucial subrayar que, si bien este proyecto 
persigue la protección de los menores, también busca 
equilibrar esta premisa con el respeto a los derechos 
fundamentales de los agresores. Se establecen 
mecanismos para garantizar el debido proceso y 
los derechos constitucionales de los individuos 
registrados en el sistema, salvaguardando así la 
integridad de los procedimientos legales.

5.	 Cumplimiento de Compromisos 
Internacionales:

La creación de un sistema nacional de monitoreo 
está alineada con los compromisos internacionales 
asumidos por el país en materia de protección 
de los derechos de la infancia. La Convención 
sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos 
internacionales instan a los Estados a adoptar medidas 
específicas para prevenir y abordar la violencia 
sexual contra los menores. Este proyecto representa 
un paso significativo hacia el cumplimiento de estas 
obligaciones internacionales.

6.	 Fortalecimiento del Marco Legal:
La introducción de este proyecto de ley no solo 

responde a una necesidad social apremiante, sino 
que también contribuye al fortalecimiento del marco 
legal existente. Al establecer disposiciones claras y 
específicas, se cierra un vacío normativo y se brinda 
a las autoridades las herramientas necesarias para 
cumplir con su deber de proteger a los menores de 
edad.

La justificación de este proyecto radica en la 
imperativa necesidad de proteger a los menores de 
edad y abordar de manera sistemática la problemática 
de la agresión sexual. La creación del Sistema 
Nacional de Monitoreo se erige como una respuesta 
integral y coordinada para garantizar un entorno 
seguro y protector para la infancia, asegurando así 
un futuro más digno y respetuoso de sus derechos 
fundamentales.

-	 ESTADÍSTICAS SOBRE DELITOS 
SEXUALES CONTRA MENORES

La magnitud de la violencia sexual contra niños, 
niñas y adolescentes en Colombia es alarmante. 
Según datos oficiales de Medicina Legal, en el 2021 
fueron reportados un total de 24.025 exámenes 
medicolegales por presuntos delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexual de personas 
menores de 18 años, esto equivale a un promedio de 
66 casos diarios. Esta cifra de detección representó 
un incremento del 30,4% con relación al año previo 
a la pandemia por COVID-19 (2019: 18.436 casos).

Si se analiza por tipo de delito, para el 2021 la 
violación o acceso carnal violento contra menores 
de edad representó el 35% del total de casos (8.438 
hechos). Mientras que los actos sexuales diferentes 
al acceso carnal alcanzaron una cifra total de 13.474 
casos ese mismo año.

La misma fuente evidencia de manera consistente 
que las principales víctimas de delitos sexuales 
en el país son niñas y adolescentes mujeres. Para 
2021, del total de exámenes practicados por este 
motivo, 20.421 correspondieron a niñas y mujeres 
menores de edad, cifra equivalente al 85% del total 
de víctimas. Por su parte, los niños y adolescentes 
hombres representaron el 15% restante, con 3.604 
casos a dicha fecha.

Además de su alto volumen de incidencia, la 
gravedad de estos hechos también se expresa en el 
vínculo entre víctimas y agresores. Al respecto, y 
sobre la base de los



Página 14	 Viernes, 25 de julio de 2025	 Gaceta del Congreso  1224

-	 CONSECUENCIAS EN LAS VÍCTIMAS
Los efectos generados por la violencia sexual 

en niños, niñas y adolescentes son graves y pueden 
repercutir intensamente tanto en su bienestar 
presente como en sus oportunidades de desarrollo 
futuro.

Diversos estudios dan cuenta de una amplia 
gama de consecuencias negativas en las víctimas 
menores de edad, que se manifiestan en los ámbitos 
emocional, físico, sexual, social y académico. Entre 
los principales efectos se han documentado: ideas 
suicidas que pueden terminar en intentos o suicidios 
consumados, trastornos psicológicos como estrés 
post traumático, ansiedad, pánico y depresión; 
retrasos importantes en el desarrollo evolutivo; 
deserción escolar que reduce oportunidades sociales 
y laborales futuras; embarazos tempranos no 
deseados; infecciones de transmisión sexual, entre 
ellas VIH; problemas severos de socialización, 
aislamiento y dificultades en las relaciones 
interpersonales durante la vida adulta.

Asimismo, cuando la agresión sexual se da en el 
entorno familiar o proviene de personas con vínculos 
de confianza o autoridad sobre el menor, sus efectos 
suelen ser más profundos dado el quiebre en la 
seguridad que dichas figuras deberían representar. 
Igualmente, se ha identificado que mientras más 
temprana sea la edad de la víctima al momento de 
la agresión, mayor probabilidad de consecuencias 
emocionales y sociales permanentes.

De esta manera, la violencia sexual contra niños, 
niñas y adolescentes genera un grave impacto que 
puede desestructurar múltiples aspectos de su salud, 
bienestar y proyecto de vida presente y futuro. Por 
ello la urgente necesidad de medidas integrales 
de prevención y respuesta oportuna ante estos 
hechos, siendo el Sistema Nacional de Monitoreo 
de Agresores Sexuales de Menores de Edad un 
mecanismo clave en este propósito.

La creación del “Sistema Nacional de Monitoreo 
de Agresores Sexuales de Menores de Edad” es 
una respuesta directa a la profunda y duradera 
afectación que enfrentan las víctimas de delitos 
sexuales en la infancia. La magnitud de las 
consecuencias psicológicas, emocionales y sociales 
de estos actos aberrantes es motivo suficiente para 
la implementación de medidas legislativas efectivas 
que no solo sancionen a los agresores, sino que 
también aborden el impacto devastador en las vidas 
de quienes han sufrido tales atrocidades.

1.	 Trauma Psicológico Duradero:
Las víctimas de agresiones sexuales en la infancia 

a menudo experimentan un trauma psicológico 
profundo y duradero. La violación de la intimidad 
y la confianza puede dar lugar a trastornos de 
estrés postraumático, ansiedad, depresión y otros 
problemas de salud mental que persisten a lo largo 
de la vida.

2.	 Impacto en el Desarrollo Emocional y 
Social:

El abuso sexual en la infancia puede afectar 
significativamente el desarrollo emocional y social 

de las víctimas. Las secuelas pueden manifestarse 
en dificultades en el establecimiento de relaciones 
saludables, problemas de autoestima y trastornos 
del apego. La intervención temprana y el apoyo 
continuo son esenciales para mitigar estos efectos 
y permitir a las víctimas reconstruir sus vidas de 
manera saludable.

3.	 Riesgo de Conductas Autodestructivas:
Numerosos estudios han destacado el aumento del 

riesgo de conductas autodestructivas, como el abuso 
de sustancias y la automutilación, en individuos que 
han sido víctimas de abuso sexual en la infancia. 
La carga emocional asociada a estos eventos puede 
generar ciclos perniciosos de comportamientos de 
alto riesgo, subrayando la importancia de abordar las 
causas subyacentes mediante medidas de prevención 
y apoyo adecuadas.

4.	 Problemas de Salud Física:
Además del impacto psicológico, las víctimas de 

abuso sexual infantil pueden experimentar problemas 
de salud física a largo plazo. Estos pueden incluir 
trastornos gastrointestinales, dolores crónicos, 
enfermedades autoinmunes y otros problemas de 
salud relacionados con el estrés crónico.

5.	 Dificultades en el Rendimiento Académico 
y Laboral:

El impacto del abuso sexual infantil se extiende a 
la esfera académica y laboral. Las víctimas a menudo 
enfrentan dificultades en el rendimiento académico, 
la concentración y la productividad laboral debido 
a las secuelas emocionales y psicológicas de la 
violencia sufrida.

6.	 Ciclo Intergeracional del Abuso:
Otra consecuencia preocupante es la perpetuación 

del ciclo de abuso intergeneracional. Las víctimas de 
abuso sexual en la infancia tienen un mayor riesgo 
de convertirse en agresores en el futuro si no reciben 
el apoyo y la intervención adecuados.

-	 IMPORTANCIA DE UN SISTEMA DE 
MONITOREO DE AGRESORES SEXUALES

La evidencia especializada muestra que los 
sistemas efectivos de monitoreo y registro de 
agresores sexuales posteriores al cumplimiento 
de condenas constituyen una pieza clave para la 
prevención y contención de este delito.

Dichos mecanismos cumplen al menos tres 
propósitos centrales:

1) 	 Evitar casos de reincidencia mediante la 
supervisión y acompañamiento a perpetradores 
después de saldar su pena;

2) 	 Proteger de posibles agresiones a nuevas 
víctimas menores de edad, dado que se ha 
documentado alto riesgo de reiteración en este tipo 
de delitos;

3) 	 Brindar mayor tranquilidad y percepción de 
justicia a la ciudadanía.
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Países como Estados Unidos, Reino Unido, 
Australia, España, entre otros, han implementado 
con resultados positivos registros nacionales 
de delincuentes sexuales, incluyendo requisitos 
de informar a las autoridades sobre cambios de 
residencia, prohibición de trabajar con menores 
de edad, programas obligatorios de control de 
impulsos sexuales, uso de dispositivos electrónicos 
de monitoreo, y otras medidas según cada caso.

Contar con información centralizada y actualizada 
sobre agresores sexuales de menores también facilita 
y agiliza investigaciones ante nuevas denuncias, y 
permite mapear zonas geográficas prioritarias para 
focalizar acciones de prevención con participación 
de autoridades y comunidades.

Teniendo en cuenta la gravedad, extensión y las 
profundas secuelas individuales y sociales de la 
violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes 
en el país, resulta una medida urgente y necesaria 
la creación de un sistema que supervise el 
comportamiento posterior de condenados por este 
crimen, garantice derechos de potenciales nuevas 
víctimas, y evite la impunidad o reiteración de tan 
aberrantes hechos.

2. 	 MARCO LEGAL
La Constitución Política de 1991 establece en:
-	 Artículo 1°. Colombia es un Estado social de 

derecho, organizado en forma de Republica unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la 
integran y en la prevalencia del interés general.

-	 Artículo 2°. Son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender 
la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la Republica están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, 
y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares.

-	 Artículo 12. Nadie será́ sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes.

-	 Artículo 15. Todas las personas tienen 
derecho a su intimidad personal y familiar y a su 
buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos 
respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, 
actualizar y rectificar las informaciones que se 
hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de 
datos se respetarán la libertad y demás garantías 
consagradas en la Constitución.

La correspondencia y demás formas de 
comunicación privada son inviolables. Solo pueden 
ser interceptadas o registradas mediante orden 
judicial, en los casos y con las formalidades que 
establezca la ley.

Para efectos tributarios o judiciales y para los 
casos de inspección, vigilancia e intervención del 
Estado podrá exigirse la presentación de libros de 
contabilidad y demás documentos privados, en los 
términos que señale la ley.

-	 Artículo 44. Son derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos. Cualquier persona puede exigir 
de la autoridad competente su cumplimiento y la 
sanción de los infractores. Los derechos de los niños 
prevalecen sobre los derechos de los demás.

-	 Artículo 93. Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los Estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno. Los derechos y deberes 
consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia.

CONVENCIÓN AMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS

-	 Artículo 7°. Derecho a la Libertad Personal
1.	 Toda persona tiene derecho a la libertad y a 

la seguridad personal.
2.	 Nadie puede ser privado de su libertad física, 

salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por las Constituciones Políticas de los 
Estados Parte o por las leyes dictadas conforme a 
ellas.

3.	 Nadie puede ser sometido a detención o 
encarcelamiento arbitrarios.

4.	 Toda persona detenida o retenida debe ser 
informada de las razones de su detención y notificada, 
sin demora, del cargo o cargos formulados contra 
ella.

5.	 Toda persona detenida o retenida debe ser 
llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario 
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autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de 
un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin 
perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad 
podrá estar condicionada a garantías que aseguren 
su comparecencia en el juicio.

6.	 Toda persona privada de libertad tiene 
derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, 
a fin de que este decida, sin demora, sobre la legalidad 
de su arresto o detención y ordene su libertad si el 
arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados 
Parte cuyas leyes prevén que toda persona que se 
viera amenazada de ser privada de su libertad tiene 
derecho a recurrir a un juez o tribunal competente 
a fin de que este decida sobre la legalidad de tal 
amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni 
abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o 
por otra persona.

7.	 Nadie será detenido por deudas. Este 
principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos 
de deberes alimentarios.

-	 Artículo 8°. Garantías Judiciales:
1.	 Toda persona tiene derecho a ser oída, con 

las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter.

2.	 Toda persona inculpada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se establezca legalmente su culpabilidad. Durante 
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a)	 Derecho del inculpado de ser asistido 
gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o 
tribunal;

b)	 Comunicación previa y detallada al 
inculpado de la acusación formulada;

c)	 Concesión al inculpado del tiempo y de los 
medios adecuados para la preparación de su defensa;

d)	 Derecho del inculpado de defenderse 
personalmente o de ser asistido por un defensor de 
su elección y de comunicarse libre y privadamente 
con su defensor;

e)	 Derecho irrenunciable de ser asistido por un 
defensor proporcionado por el Estado, remunerado 
o no según la legislación interna, si el inculpado no 
se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor 
dentro del plazo establecido por la ley;

f)	 Derecho de la defensa de interrogar a los 
testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g)	 Derecho a no ser obligado a declarar contra 
sí mismo ni a declararse culpable, y

h)	 Derecho de recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior.

3.	 La confesión del inculpado solamente es 
válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4.	 El inculpado absuelto por una sentencia 
firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los 
mismos hechos.

5.	 El proceso penal debe ser público, salvo en 
lo que sea necesario para preservar los intereses de 
la justicia.

-	 LEY 679 DE 2001
El objeto de la ley es establecer medidas de 

protección contra la explotación, la pornografía, el 
turismo sexual y demás formas de abuso sexual con 
menores de edad, mediante el establecimiento de 
normas de carácter preventivo y sancionatorio, y la 
expedición de otras disposiciones en desarrollo del 
artículo 44 de la Constitución.

Esta ley preveía lo siguiente: Artículo 15. 
Sistema de información sobre delitos sexuales 
contra menores. Para la prevención de los delitos 
sexuales contra menores de edad y el necesario 
control sobre quienes los cometan, promuevan o 
faciliten, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el 
Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
la Fiscalía General de la Nación desarrollarán un 
sistema de información en el cual se disponga de 
una completa base de datos sobre delitos contra la 
libertad, el pudor y la formación sexual cometidos 
sobre menores de edad, sus autores, cómplices, 
proxenetas, tanto condenados como sindicados.

El Departamento Administrativo de Seguridad 
y la Fiscalía General de la Nación promoverán 
la formación de un servicio internacional de 
información sobre personas sindicadas o condenadas 
por delitos contra la libertad, el pudor y la formación 
sexual sobre menores de edad. Para tal efecto se 
buscará el concurso de los organismos de Policía 
internacional.

-	 LEY 1336 DE 2009
El artículo 17 de esta ley desarrollo el artículo 15 

de la Ley 679 de 2001 en los siguientes términos:
Artículo 17. Sistema de Información de 

Delitos Sexuales. En aplicación del artículo 257-
5 de la Constitución, el Sistema de Información 
sobre delitos sexuales contra menores de que 
trata el artículo 15 de la Ley 679 de 2001 estará a 
cargo del Consejo Superior de la Judicatura, quien 
convocará al Ministerio del Interior y de Justicia, al 
Departamento Administrativo y de Seguridad (DAS) 
a la Policía al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, a Medicina Legal y a la Fiscalía General 
de la Nación para tal efecto, el sistema financiara 
con cargo al presupuesto del Consejo Superior.

El Consejo Superior reglamentará el sistema 
de información de tal manera que exista una 
aproximación unificada a los datos mediante 
manuales o instructivos uniformes de provisión 
de información. El Consejo también fijará 
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responsabilidades y competencias administrativas 
precisas en relación con la operación y alimentación 
del sistema, incluyendo las de las autoridades que 
cumplen funciones de Policía Judicial, y dispondrá 
sobre la divulgación de los reportes correspondientes 
a las entidades encargadas de la definición de 
políticas asociadas a la Ley 679 de 2001. Asimismo, 
mantendrá actualizado el sistema con base en la 
información que le sea suministrada. Sin embargo, 
el Sistema no fue implementado por el Consejo 
Superior de la Judicatura.

PROYECTO DE LEY 087 DE 2016 SENADO.
Este proyecto de ley está compuesto por cuatro 

(4) artículos incluido el relativo a la vigencia, la 
creación de una inhabilidad expresa y su manejo 
mediante un registro. Pretende establecer una 
inhabilidad general para ejercer todo tipo de trabajos 
y labores que impliquen una relación directa y 
habitual con menores de edad, como efecto posterior 
a la imposición de condena por delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexuales.

Dicha inhabilidad deberá ser inscrita en un 
registro nacional manejado por el Ministerio de 
Defensa y la Policía Nacional que implicaría el 
deber de verificación de estos datos por parte de las 
entidades públicas y privadas que funcionalmente 
impliquen el manejo de menores de edad, para 
determinar los procesos de selección de personal y 
vinculación laboral o de servicios.

PROYECTO DE LEY ESTATUARIA 112 DE 
2016 SENADO

Este proyecto de ley estatuaria consta de cinco 
(5) títulos que contienen treinta (30) artículos. Busca 
desarrollar un sistema de registro de ofensores 
sexuales, estableciendo algunos principios y reglas 
básicas de funcionamiento; un ámbito de aplicación; 
destinatarios; formas de realización; instituciones y 
dependencias competentes, y consecuencias de su 
operación.

-	 CORTE CONSTITUCIONAL
SENTENCIA C-818 DE 2011.
La Constitución Política de 1991 consagro en 

los artículos 152 y 153 un procedimiento legislativo 
cualificado en aquellas materias que el Constituyente 
considero como de mayor trascendencia dentro del 
Estado Social de Derecho. En efecto, en dichas 
disposiciones no solo se señaló el contenido 
material de los asuntos que deben ser reglamentados 
mediante ley estatutaria, sino también se ordenó al 
establecimiento de un trámite de formación de estas 
más riguroso en cuanto a la aprobación de mayorías 
especiales y a la revisión constitucional previa a la 
sanción, oficiosa y definitiva.

La jurisprudencia constitucional ha señalado 
que la introducción de las leyes estatuarias en 
el derecho colombiano tiene como fundamento: 
1. La naturaleza superior de este tipo de normas 
que requiere superior grado de permanencia en el 
ordenamiento y seguridad jurídica para su aplicación. 
2. Por la importancia que para el Estado tienen 

los temas regulados mediante leyes estatuarias, es 
necesario garantizar mayor consenso ideológico con 
la intervención de las minorías de tal manera que 
las reformas legales más importantes sean ajenas 
a las mayorías ocasionales. Y 3. Es necesario que 
los temas claves para la democracia tengan mayor 
debate y conciencia de su aprobación, por lo que 
deben corresponden a una mayor participación 
política. El artículo 152 de la Constitución prevé que 
deberán tramitarse a través de las leyes estatutarias: 
1. Los derechos y deberes fundamentales, y los 
procedimientos y recursos para su protección. 2. 
La administración de justicia. 3. La organización y 
régimen de los partidos y movimientos políticos, el 
estatuto de la oposición y las funciones electorales. 
4. Las instituciones y mecanismos de participación 
ciudadana. 5. Los Estados de excepción y 6. La 
igualdad electoral entre candidatos a la Presidencia 
de la República.

De acuerdo con lo anterior, es posible concluir 
que en el caso bajo estudio es preciso regular el 
registro a través de una ley estatutaria, pues dado 
el hecho de que se trata de una medida que implica 
la afectación de varios derechos fundamentales, es 
necesario garantizar un mayor grado de consenso 
sobre la medida y mayor grado de discusión en el 
Congreso de la República.

En efecto, un registro en el que se pretende 
incorporar la plena identificación y las condiciones 
biométricas de una persona, que implica la 
incorporación de una herramienta destinada al 
reconocimiento único de seres humanos basado 
en uno o más rasgos conductuales o rasgos físicos 
intrínsecos que afecta a personas condenadas 
por delitos sexuales y está destinado a consignar 
las inhabilidades y restricciones a derechos 
fundamentales, puede afectar ampliamente no 
solo las expectativas de vida en sociedad para esta 
clase de personas, sino su entorno familiar y las 
condiciones del desarrollo personal posterior a la 
condena y al cumplimiento de la pena, por lo que 
se debe exigir una regulación estable, debidamente 
discutida mediante una ley superior a la ordinaria, 
para que pueda irrigar sin sacrificar los derechos 
constitucionales, otras normas jurídicas.

La Corte Constitucional ha señalado respecto 
de la primacía de los derechos de los menores lo 
siguiente:

Se deben colocar a los niños en un lugar primordial 
en el que deben ser especialmente protegidos, 
dada su particular vulnerabilidad al ser sujetos que 
empiezan la vida y que se encuentran en situación de 
indefensión, que requieren de especial atención por 
parte de la familia, la sociedad y el Estado y sin cuya 
asistencia no podrían alcanzar el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad. (Sentencia T-557 de 
2011. Sentencia T-075 de 2013, Sentencia T 260 de 
2012, T- 044 de 2014).

La jurisprudencia de esta corporación ha 
establecido unos criterios jurídicos relevantes a la 
hora de determinar el interés superior del menor en 
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caso de que sus derechos o intereses se encuentren en 
conflicto con los de sus padres u otras personas que 
de alguna manera se vean involucradas. El principio 
del interés superior del menor opera como el criterio 
orientador de la interpretación y aplicación de las 
normas de protección de la infancia que hacen parte 
del bloque de constitucionalidad y del Código de la 
Infancia y la Adolescencia.

Para establecer como se satisface el interés 
superior, se deben hacer consideraciones de dos 
tipos: 1. Fácticas: referidas a las circunstancias 
específicas del caso en su totalidad y 2. Jurídicas: 
referidas a los parámetros y criterios establecidos por 
el ordenamiento jurídico para promover el bienestar 
de los niños. Sobre este asunto, la jurisprudencia 
constitucional ha sido consistente en señalar que las 
autoridades administrativas y judiciales encargadas 
de determinar el contenido del interés superior de los 
niños en casos particulares cuentan con un margen 
de discrecionalidad importante para evaluar, en 
aplicación de las disposiciones jurídicas relevantes 
y en atención a las circunstancias fácticas de los 
menores de edad implicados, cual es la solución que 
mejor satisface dicho interés.

-	 LA ADECUACIÓN DEL REGISTRO A 
NORMAS INTERNACIONALES

Se puede afirmar que, en términos generales, 
el registro de personas condenadas por delitos 
sexuales halla fundamento en las previsiones de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que en 
su artículo 19 prevé que los Estados han de adoptar 
“todas las medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educativas apropiadas para proteger al 
niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 
explotación, incluido el abuso sexual”.

En materia de derecho blanco soft low, el 
registro se adapta a las estrategias y medidas 
prácticas del modelo de las Naciones Unidas para 
eliminar la violencia contra los niños en el ámbito 
de la prevención del delito y la justicia penal, que 
recomienda a los Estados aplicar programas de 
prevención del abuso infantil en todas sus formas, 
no solo a través de la creación de conciencia sobre 
la forma de prevenir la violencia contra los niños y 
responder a ella entre las personas que tienen contacto 
habitual con niños en los sectores de la justicia, la 
protección de la infancia y el bienestar social, la 
salud y la educación y en ámbitos relacionados con 
el deporte, la cultura y las actividades de ocio, sino 
también mediante le promoción de la investigación 
y la reunión, análisis y difusión de datos.

En este sentido, se recuerdan las Estrategias 18 
y 23:

“18. Se insta a los Estados Miembros, a los 
institutos de la red del programa de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del delito y justicia 
penal, a las entidades competentes del sistema 
de las Naciones Unidas y a otras organizaciones 
internacionales, institutos de investigación, 

organizaciones no gubernamentales y asociaciones 
profesionales pertinentes a que, según proceda:

a)	 Establezcan y fortalezcan mecanismos de 
reunión sistemática y coordinada de datos sobre la 
violencia contra niños, incluida la violencia contra 
niños que hayan entrado en contacto con el sistema 
de justicia.:

b)	 Vigilen los casos de violencia contra niños 
que se denuncien a la Policía y otros organismos de 
la justicia penal y publiquen informes periódicos 
sobre ellos, en que se señale el número de casos y 
los porcentajes de detenciones y personas puestas 
en libertad y se suministre información sobre el 
enjuiciamiento y la sentencia recibida por los 
presuntos agresores, así como sobre la prevalencia 
de la violencia contra niños, y para ello utilicen los 
datos obtenidos mediante encuestas de población.

23.	 b) Estrechen los vínculos operaciones, 
especialmente en situaciones de emergencia, entre 
los servicios sociales y de salud, tanto públicos 
como privados y los organismos de justicia penal, 
a fin de denunciar y registrar los actos de violencia 
contra niños y responder correctamente a esos actos, 
protegiendo al mismo tiempo la intimidad de los 
niños, víctimas de violencia.

d).	 Establezcan sistemas de información y 
protocolos interinstitucionales, de conformidad 
con la legislación nacional sobre protección de 
datos, para facilitar el intercambio de información 
y posibilitar la cooperación a efectos de detectar 
actos de violencia contra niños, responder a ellos, 
proteger a los niños víctimas de violencia y hacer 
rendir cuentas a los agresores.

-	 EXPERIENCIAS COMPARADAS EN 
OTROS PAÍSES

-	 ESPAÑA
El Real Decreto número 1110 de 2015 creó el 

Registro Central de Delincuentes Sexuales, el cual es 
“un registro que se integra en el Sistema de registros 
administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia, en el que se incluyen los datos relativos a 
la identidad y perfil genético (ADN) de las personas 
condenadas mediante sentencia firme por los delitos 
contra la libertad e indemnidad sexuales y trata 
de seres humanos con fines de explotación sexual, 
incluida la pornografía, con independencia de la 
edad de la víctima”41, en ese mismo sentido se 
señala que “El Registro Central de Delincuentes 
Sexuales es un sistema de información, de carácter 
no público y gratuito, relativo a la identidad, perfil 
genético, penas y medidas de seguridad impuestas 
a aquellas personas condenadas en sentencia firme 
por cualquier delito contra la libertad e indemnidad 
sexuales o por trata de seres humanos con fines de 
explotación sexual, incluyendo la pornografía”52.

4	 1 	 Obtenido de http://www.mjusticia.gob.es/cs/Sate-
llite/Portal/es/registro-central-delincuentes. Consultado 
el 7 de julio de 2016.

5	 2 Obtenido de
http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/ciudadanos/registros/
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La finalidad del sistema consiste en: 1) “Proteger 
a los menores contra la explotación y el abuso 
sexual, mediante un mecanismo de prevención 
que permita conocer si quienes sean condenados 
en sentencia firme por dichos delitos no puedan 
realizar actividades ni ejercer profesiones u oficios 
que impliquen el contacto habitual con menores; 2) 
Facilitar la prevención, investigación y persecución 
de tales delitos”63.

El sistema contiene la siguiente información: “El 
Registro se alimenta de la información existente en 
el Registro Central de Penados y en el de Sentencias 
de Responsabilidad Penal de los Menores, por lo 
que los órganos judiciales no tienen que realizar 
ninguna inscripción añadida”74.

Las entidades o personas facultadas para 
acceder al sistema son las siguientes: “1) Jueces y 
tribunales de cualquier orden jurisdiccional, a través 
del personal de la oficina judicial autorizado; 2) 
Ministerio Fiscal. 3) Policía judicial en el ámbito de 
sus competencias”85.

Así mismo, se expide un certificado de los datos 
inscritos, cuyas características son: “La certificación 
es gratuita y el certificado que se expide permite 
acreditar la carencia de delitos de naturaleza sexual 
o, en su caso, la existencia de los mismos.

La solicitud, expedición y obtención de los 
certificados puede hacerse por medios electrónicos 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicios públicos”96.

“Es un certificado que permite acreditar la 
carencia de delitos de naturaleza sexual o, en su 
caso, la existencia de estos.

La Ley Orgánica 1/1996, de Protección Jurídica 
del Menor, modificada por la Ley 26/2015 y la Ley 
45/2015, de voluntariado establecen la obligación 
de que se aporten certificados negativos del Registro 
Central de Delincuentes Sexuales para todos los 
profesionales y voluntarios que trabajan en contacto 
habitual con menores.

El certificado de Delitos de Naturaleza Sexual, 
según la normativa española, es el único certificado 
que se expide para trabajar habitualmente con 
menores, por tanto, es válido únicamente en España, 
y no se apostilla ni legaliza. Si desea un certificado 
para poder trabajar con menores en otro país deberá 
solicitar un certificado de Antecedentes Penales y 
apostillarlo o legalizarlo según el país donde deba 
surtir efectos legales”107.

-	 ESTADOS UNIDOS

registro-central-delincuentes Consultado el 7 de julio de 2016.

6	 3 	 Obtenido de http://www.mjusticia.gob.es/cs/Sate-
llite/Portal/es/registro-central-delincuentes. Consultado 
el 7 de julio de 2016.

7	 4 	 Ibidem.
8	 5 	 Ibidem.
9	 6 	 Ibidem
10	 7 	 Ibidem.

En los Estados Unidos existen 3 leyes que han 
reglamentado el sistema de registro para ofensores 
sexuales: 1) Jacob Wetterling Crimes Against 
Children and Sexual Violent Offenders Registration 
Act; 2) Adam Walsh Child Protection and Safety 
Act of 2006 (AWA); 3) Megan’s Law.

-	 Jacob Wetterling Crimes Against Children 
and Sexual Violent Offenders Registration Act.

La ley Jacob Wetterling fue aquella que creó el 
sistema de registro para personas condenadas por 
delitos sexuales en contra de menores, y fijó los 
estándares que debían tener aquellos sistemas de 
registro118.

Su aplicación territorial era en todos los Estados, 
el Distrito de Columbia, y los territorios principales 
de los Estados Unidos de América. Esta ley 
establece que la persona condenada por un delito 
sexual en contra de menores de edad debe registrar 
su domicilio, su trabajo, y si es estudiante se debe 
consignar esa información129.

El registro de esta información queda en 
cabeza de los Estados, y son ellos quienes tienen 
la competencia para reglamentar los requisitos y 
condiciones de este.

-	 Adam Walsh Child Protection and Safety 
Act of 2006 (AWA).

LA ley AWA amplió el régimen de aplicación 
de la ley Jacob Wetterling, estableciendo que no 
solamente se registrarían delitos de acceso carnal 
violento, si no también delitos de actos sexuales con 
menores de edad.

También estableció que sería una conducta 
punible el no realizar la actualización del registro 
por parte del condenado en los términos señalados 
en la ley. Esta ley también se enfocó que unificar el 
contenido de las páginas donde constaban los datos 
registrado1310.

-	 Megan’s law1411.
La Ley Megan fue expedida el 31 de octubre de 

1994 por parte de la Legislatura del Estado de New 
Jersey. El objeto de esta era garantizar la publicidad 
de la información contenida en el Registro de 
Ofensores Sexuales que se creó en virtud de la ley 
Jacob Wetterling1512.

Sin embargo, la ley fue replicada tanto a nivel 
federal como en otros Estados. La Ley Megan en el 
nivel federal, es aquella que regula la publicidad del 
contenido que se encuentra en el registro, mientras 
que cuando se habla del nivel estatal puede hacer 
referencia tanto a la obligación de los Estados de 
realizar el registro como de su publicidad.

11	 8 	 Consultar fuente http://ojp.gov/smart/pdfs/so_re-
gistry_laws.pdf. Consultado el 7 de julio de 2016.

12	 9 	 Ibidem.
13	 10 	 Ibidem.
14	 11 	 https://www.parentsformeganslaw.org/public/me-

ganFederal.html
15	 12 	 http://criminal.findlaw.com/criminal-charges/me-

gan-s-law-resources-by-state.html
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Esta ley tiene contenido similar al artículo 48 de la 
Ley 1098 de 2006, que establecía que “por lo menos 
una vez a la semana”, “con nombres completos y 
foto reciente”, de “las personas que hayan sido 
condenadas en el último mes por cualquiera de los 
delitos contemplados en el Título IV ‘Delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales cuando 
la víctima haya sido un menor de edad”1613, la cual 
fue declarada inexequible por la Corte Constitucional 
Colombiana.

-	 PUERTO RICO
Puerto Rico tiene dos leyes que reglamentan el 

registro de ofensores sexuales: 1) Ley 266-2004 y 2) 
Ley 243-2011 la cual enmendó la Ley 266 de 2004, 
ambas leyes están basadas en la legislación de los 
Estados Unidos.

3.	 DESCRIPCIÓN Y EXPLICACIÓN DEL 
PROYECTO

-	 OBJETO Y ALCANCE
El objeto principal de este proyecto de ley es crear 

e implementar el Sistema Nacional de Monitoreo de 
Agresores Sexuales de Menores de Edad, como un 
mecanismo de seguimiento y control posterior al 
cumplimiento de penas por delitos sexuales donde 
las víctimas son niños, niñas y adolescentes menores 
de 18 años.

Con la puesta en marcha de este sistema se 
busca contribuir de manera efectiva a la protección 
integral de los derechos de los menores de edad ante 
cualquier forma de violencia o agresión sexual, así 
como garantizar su desarrollo libre de afectaciones.

Asimismo, esta iniciativa legislativa tiene 
como propósito prevenir y evitar escenarios de 
reincidencia en los casos donde una persona haya 
sido previamente condenada por delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexuales cometidos 
contra una persona menor de 18 años.

El Sistema Nacional de Monitoreo supervisará 
el comportamiento posterior de los condenados 
e implementará una serie de medidas como la 
prohibición de trabajar o convivir con menores, la 
obligación de informar a las autoridades sobre sus 
movimientos y cambios de residencia, el monitoreo 
remoto a través de dispositivos electrónicos, y 
el acompañamiento psicosocial para estimular 
la resocialización bajo un enfoque de derechos 
humanos.

El sistema concentrará información actualizada 
sobre este tipo de agresores condenados, la cual 
podrá ser utilizada para investigaciones ante 
potenciales nuevos casos. Además, sus reportes 
facilitarán el diseño y priorización geográfica de 
políticas focalizadas de prevención.

De esta manera, esta iniciativa legal busca 
fortalecer la respuesta institucional y social para 
proteger a la niñez y adolescencia del país ante la 
comisión de tan graves crímenes que afectan su 
presente y futuro.

16	 13 	 Sentencia C-061 de 2008.

-	 ESTRUCTURA Y CONTENIDO
En cuanto a su estructura, esta iniciativa 

legislativa se divide en tres grandes componentes:
El primer componente contempla las disposiciones 

generales, que incluyen el objeto mismo del proyecto 
de ley, su ámbito de aplicación, los principios 
rectores que deben guiar la interpretación y puesta 
en marcha del Sistema Nacional de Monitoreo de 
Agresores Sexuales de Menores de Edad, así como 
las definiciones conceptuales relevantes utilizadas 
en el texto.

El segundo componente, que constituye el 
corazón de la propuesta, crea formalmente el Sistema 
Nacional de Monitoreo, define sus funciones, 
alcances, mecanismos de gestión e institucionalidad 
responsable de su administración. Dentro de este 
título se encuentran aspectos cruciales como:

-	 El procedimiento de registro de información 
en el sistema.

-	 Los actores obligados a reportar y compartir 
información con este mecanismo.

-	 Las medidas específicas de monitoreo y 
acompañamiento de agresores sexuales posterior al 
cumplimiento de su condena.

-	 La protección de datos sensibles y garantías 
de seguridad de la información.

Finalmente, el tercer componente contempla 
disposiciones relativas a la implementación, que 
faculta al Gobierno nacional a reglamentar aspectos 
necesarios para la puesta en funcionamiento del 
Sistema de Monitoreo en un plazo de máximo 
un año tras la expedición de la ley. Asimismo, se 
establece un periodo no mayor a doce meses tras la 
aprobación de la ley para registrar la información 
de condenados por este delito antes de la creación 
formal del mecanismo.

Como se evidencia, el proyecto de ley abarca los 
elementos sustanciales para garantizar la efectiva 
creación y operación del mencionado Sistema 
Nacional de Monitoreo como una política pública 
destinada a fortalecer la prevención y contención de 
la violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes.

-	 FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA 
DE MONITOREO DE AGRESORES 
SEXUALES

El funcionamiento del Sistema Nacional de 
Monitoreo implica una articulación interinstitucional 
para garantizar el seguimiento y acompañamiento 
posterior a aquellas personas que hayan sido 
condenadas por delitos sexuales donde las víctimas 
son menores de 18 años, buscando evitar reiteración.

Una vez la sentencia condenatoria contra un 
agresor sexual de menores se encuentre en firme, 
el juez de conocimiento tendrá la obligación de 
informar sobre este caso a la Fiscalía General de la 
Nación para proceder a su registro en el Sistema de 
Monitoreo.
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La Fiscalía será la entidad responsable de 
administrar este sistema de información, el cual 
operará de forma centralizada. No obstante, se 
contempla conectividad e intercambio permanente 
de datos con el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario (Inpec), las autoridades de Policía, el 
Poder Judicial, el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, y las entidades territoriales del orden 
municipal y departamental que tengan competencias 
en la atención, acompañamiento y seguimiento de 
este tipo casos.

Una vez el agresor sexual haya pagado su 
pena carcelaria, antes de recobrar su libertad, 
las autoridades competentes notificarán sobre su 
situación a la Fiscalía para activar formalmente su 
proceso de monitoreo, el cual incorporará medidas 
como la prohibición de acercarse a lugares con alta 
concurrencia de menores de edad, la obligatoriedad 
de informar sobre sus movimientos y lugares de 
residencia, así como el acompañamiento psicosocial 
especializado, entre otras.

Periódicamente, la Fiscalía cruzará la 
información del Sistema de Monitoreo con diversas 
bases de datos públicas y judiciales para identificar 
potenciales riesgos, y en caso tal, emitirá las alertas 
respectivas a las entidades llamadas a responder de 
acuerdo con el protocolo establecido.

De esta manera se explica de forma general el 
esquema de operación previsto para este Sistema 
Nacional, que busca mejorar el control y seguimiento 
judicial a agresores sexuales después de cumplir su 
condena.

-	 CONVENIENCIA DEL PROYECTO DE 
LEY

-	 CONVENIENCIA SOCIAL
De conformidad con el Boletín estadístico 

mensual del Centro de Referencia Nacional sobre 
Violencia (CRNV) emitido por el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses para el 
año 2022 se realizaron los siguientes exámenes 
medicolegales por presunto delito sexual a las 
personas menores de 18 años1714:

GRUPOS DE 
EDAD

EXÁMENES MÉDICO LEGALES 
POR PRESUNTO
DELITO SEXUAL

00 - 04 1.800
05 - 09 4.292
10 - 14 11.015
15 - 17 3.770

TOTAL 20.877
Ahora, de acuerdo con las cifras presentadas 

en el mismo informe por el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses para el año 
2023 (enero - junio) se realizaron los siguientes 
exámenes medicolegales por presunto delito sexual 
a las personas menores de 18 años:

17	 14 	 https://www.medicinalegal.gov.co/cifras-estadisti-
cas/boletines-estadisticos-mensuales

GRUPOS DE 
EDAD

EXÁMENES MÉDICO LEGALES 
POR PRESUNTO
DELITO SEXUAL

00 - 04 851
05 - 09 2.006
10 - 14 4.899
15 - 17 1.698

TOTAL 9.454
Ahora, de acuerdo con el medio de comunicación 

INFOBAE (20 de marzo de 2022). “En el 61% de las 
denuncias asociadas a delitos sexuales las víctimas 
son menores de edad”.

“Debido al crítico panorama que afrontan los 
menores en Colombia, el Laboratorio de Economía 
de Educación (LEE), de la Universidad Javeriana 
publicó una investigación llamada Delitos sexuales 
a menores en Colombia: la educación sexual como 
principal herramienta, donde queda en evidencia que 
no solo han aumentado las denuncias relacionadas 
con delitos sexuales en el país, sino que los más 
perjudicados dentro de este tipo de delitos son los y 
las menores de edad.

Según menciona el Tiempo, medio que tuvo 
acceso a la información completa, el LEE señaló 
que en el 2021 se presentaron en Colombia 
aproximadamente 43.994 denuncias asociadas a 
delitos sexuales, en las cuales el 85,4% de los casos 
la víctima es una mujer. Además del 100% de las 
denuncias, 27.000 denuncias, lo que equivale al 
61% corresponden a casos contra niños, niñas y 
adolescentes, lo cual implica que, en promedio, cada 
20 minutos se denuncia un abuso contra un menor.

Por otro lado, en la investigación de la Universidad 
Javeriana también se comprueba que el aumento de 
estos delitos se ha venido presentando desde 2010, 
de acuerdo la recolección de datos el incremento 
se ha dado así: en el 2010 la fiscalía recibió 10.911 
denuncias por delitos sexuales contra niños, niñas 
y adolescentes, para 2015, los casos aumentaron 
en 18.885, y en 2018 se triplicaron con respecto al 
2010: 30.121 denuncias y en el año 2019 el número 
más alto de denuncias: 35.7381815.

Por lo anterior, surge la necesidad de establecer 
un régimen jurídico que permita hacer efectivo el 
mandato del artículo 44 de la Constitución Política 
de Colombia, así como garantizarles a los menores 
de edad el derecho a la integridad y formación 
sexual.

-	 CONVENIENCIA JURÍDICA
En primer lugar, el presente proyecto de ley se 

debe tramitar bajo los requisitos de una ley estatutaria, 
puesto que el artículo 152 de la Constitución Política 
de Colombia establece que mediante este tipo de 
leyes se deben regular los derechos fundamentales 
de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección. Debido a que el habeas data es 
un derecho fundamental consagrado en el artículo 

18	 15 	 h t tps : / /www.infobae.com/america/colom-
bia/2022/03/20/en-el-61-de-las-denuncias-asociadas-a-
delitos- sexuales-las-victimas-son-menores-de-edad/
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15 de la Constitución, su reglamentación para los 
efectos de la presente ley debe hacerse, tal y como 
se señaló, mediante ley estatutaria.

4.	 IMPACTO ESPERADO

-	 EN LAS VÍCTIMAS, EN LA 
PREVENCIÓN Y EN LA GARANTÍA DE 
DERECHOS DE LOS MENORES.

Este proyecto de ley procura no solo sancionar 
a los agresores, sino también generar un entorno de 
protección y apoyo que influya positivamente en 
la recuperación de quienes han sufrido estos actos 
atroces.

1.	 Protección y Prevención de Nuevos 
Traumas:

El impacto esperado en las víctimas se traduce, 
en primera instancia, en una mayor protección y 
prevención de nuevos traumas. La instauración 
del sistema de monitoreo implica una reducción 
significativa en la posibilidad de que los agresores 
reincidan, lo que contribuye directamente a 
disminuir la probabilidad de que las víctimas 
experimenten traumas recurrentes. La prevención 
de nuevas agresiones se convierte, por tanto, en 
una salvaguarda vital para el bienestar emocional y 
psicológico de quienes han sufrido abusos sexuales.

2.	 Restauración de la Confianza y la 
Seguridad:

El proyecto de ley busca restaurar la confianza 
y la sensación de seguridad en las víctimas. La 
implementación de un sistema de monitoreo eficaz 
envía un mensaje claro de que la sociedad y el Estado 
están comprometidos en proteger a los menores de 
edad, proporcionando un entorno donde las víctimas 
puedan comenzar a reconstruir su confianza en las 
instituciones y, fundamentalmente, en sí mismas.

3.	 Acceso Facilitado a Recursos de Apoyo:

La articulación de este sistema con las rutas de 
atención existentes y los servicios de apoyo garantiza 
un acceso facilitado a recursos especializados para 
las víctimas. Desde atención médica y psicológica 
hasta servicios legales.

4.	 Contribución a la Prevención del Ciclo de 
Abuso:

Uno de los impactos más significativos que se 
espera lograr es la contribución a la prevención 
del ciclo de abuso. La supervisión y el monitoreo 
continuo de los agresores sexuales reducirán las 
posibilidades de que perpetúen el ciclo de abuso en 
generaciones futuras. De esta manera, el proyecto 
no solo atiende a las víctimas actuales, sino que 
también sienta las bases para un cambio estructural 
que prevenga la transmisión intergeneracional de 
la violencia sexual.

5.	 Apoyo a la Rehabilitación y Reintegración 
Social:

El impacto positivo se extiende a la fase de 
rehabilitación y reintegración social de las víctimas. 
Al proporcionar un entorno más seguro y controlado, 
el sistema de monitoreo facilitará la rehabilitación 
de las víctimas, ofreciendo un espacio donde puedan 
reconstruir sus vidas con el apoyo adecuado.

6.	 Empoderamiento de las Víctimas en el 
Proceso Judicial:

La implementación del sistema también busca 
empoderar a las víctimas en el proceso judicial. 
Al garantizar la supervisión de los agresores, el 
proyecto fortalece la posición de las víctimas, 
proporcionándoles un respaldo legal y una mayor 
certeza de que se está tomando acción para prevenir 
futuros daños. Este empoderamiento puede tener un 
impacto significativo en el proceso de recuperación 
y justicia para las víctimas.

7.	 Contribución a un Cambio Cultural:
A largo plazo, se espera que la implementación 

de este sistema contribuya a un cambio cultural 
en la percepción de la violencia sexual infantil. Al 
establecer medidas preventivas y de monitoreo, el 
proyecto busca sensibilizar a la sociedad sobre la 
gravedad de este problema y fomentar una cultura 
que no solo repudie la violencia sexual, sino 
que también se comprometa activamente en su 
prevención y erradicación.

En conclusión, el impacto esperado en las 
víctimas de agresión sexual infantil a través de 
la implementación del “Sistema Nacional de 
Monitoreo de Agresores Sexuales de Menores de 
Edad” es multifacético y ambicioso. Busca no solo 
aliviar las secuelas inmediatas, sino también sentar 
las bases para una transformación profunda en la 
manera en que la sociedad aborda y previene esta 
atroz violación de los derechos fundamentales de la 
infancia.

CONCLUSIONES
La creación del “Sistema Nacional de Monitoreo 

de Agresores Sexuales de Menores de Edad” 
representa un hito trascendental en la legislación para 
la protección de la infancia y la erradicación de la 
violencia sexual. Tras una exhaustiva consideración 
de la magnitud del problema y los desafíos que 
enfrenta nuestra sociedad en este ámbito, las 
siguientes conclusiones resumen de manera integral 
los fundamentos y objetivos que respaldan este 
proyecto de ley:

1.	 Imperativo Ético y Legal:
La violencia sexual contra menores de edad no 

solo es una afrenta ética sino también una violación 
de los derechos fundamentales consagrados en la 
legislación nacional e internacional. Este proyecto 
se erige como respuesta imperativa a la obligación 
de proteger a la población infantil y garantizar su 
desarrollo en un entorno seguro y libre de violencia.
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2.	 Respuesta Integral a una Realidad 
Alarmante:

Las estadísticas y estudios respaldan la necesidad 
de una respuesta integral a la creciente incidencia de 
agresiones sexuales contra menores. Este proyecto 
establece medidas preventivas y de monitoreo que 
buscan transformar la realidad actual y proteger de 
manera efectiva a la población infantil.

3.	 Protección de las Víctimas y Prevención 
de la Reincidencia:

El proyecto se centra en la protección de 
las víctimas y la prevención de la reincidencia, 
reconociendo que la implementación de un sistema 
de monitoreo es esencial para lograr ambos 
objetivos. Al establecer medidas específicas para la 
supervisión continua de agresores, se busca mitigar 
el riesgo y proporcionar a las víctimas un ambiente 
más seguro y controlado.

4.	 Coordinación Efectiva con Rutas de 
Atención Existentes:

La articulación del sistema con las rutas de 
atención existentes es un pilar fundamental para 
garantizar una respuesta completa a las necesidades 
de las víctimas.

5.	 Compromiso con los Derechos 
Fundamentales y Garantías Constitucionales:

Este proyecto se compromete con el respeto de 
los derechos fundamentales, tanto de las víctimas 
como de los agresores. La protección de los menores 
de edad se realiza en consonancia con los principios 
constitucionales, al tiempo que se establecen 
mecanismos que salvaguardan los derechos de los 
individuos incluidos en el sistema de monitoreo.

6.	 Contribución a la Construcción de una 
Sociedad más Segura:

La implementación de este sistema no solo busca 
resolver problemas a nivel individual, sino que 
aspira a contribuir a la construcción de una sociedad 
más segura. Al promover la prevención, el proyecto 
apunta a generar un cambio cultural que repudie la 
violencia sexual y promueva la protección de los 
derechos de la infancia.

7.	 Adaptabilidad a Futuros Desafíos y 
Cambios Sociales:

El diseño del sistema contempla la necesidad de 
adaptarse a futuros desafíos y cambios sociales. La 
flexibilidad en la legislación y la incorporación de 
mecanismos de actualización aseguran que el sistema 
sea efectivo a lo largo del tiempo, enfrentando de 
manera proactiva nuevas problemáticas y realidades.

En conclusión, la creación del “Sistema Nacional 
de Monitoreo de Agresores Sexuales de Menores 
de Edad” representa un avance significativo en la 
protección de la infancia y la lucha contra la violencia 
sexual. Este proyecto de ley no solo responde a una 
necesidad apremiante, sino que establece las bases 
para una sociedad más justa, segura y comprometida 
con la protección de los derechos de los niños, 

quienes merecen crecer en un entorno que fomente 
su desarrollo integral y resguarde su inocencia.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 068 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se crea el Sistema Nacional de 
Monitoreo de Agresores Sexuales de Menores de 

Edad y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto crear el Sistema Nacional de Monitoreo de 
Agresores Sexuales de Menores de Edad con el 
propósito fundamental de salvaguardar la integridad 
y bienestar de la población infantil del país.

“Artículo 2º. Sistema Nacional de Monitoreo 
de Agresores Sexuales de Menores de Edad. Créese 
el Sistema Nacional de Monitoreo de Agresores 
Sexuales de Menores de Edad, a cargo de la 
Policía Nacional, del cual harán parte las siguientes 
personas que a título de autor o participe hayan sido 
condenadas por la tentativa o consumación de las 
conductas cometidas en el Libro Segundo “Parte 
especial de los delitos en particular”, Titulo IV 
“Delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales”; Capítulos I ,II, III y IV de la Ley 599 
de 2000 cuyo sujeto pasivo no haya cumplido los 
dieciocho (18) años al momento de la realización 
de la conducta y se encuentren en la base de datos 
de Registro de Inhabilidades por Delitos Sexuales 
contra Menores de Edad de la Ley 1819 de 2018.

Parágrafo 1°. La permanencia en el Sistema 
Nacional de Monitoreo de Agresores Sexuales 
será la misma que señale el juez de acuerdo con 
lo estipulado en el artículo 219 C de la Ley 599 
de 2000 para las inhabilidades por delitos sexuales 
cometidos contra menores.

Parágrafo 2°. La Policía Nacional en articulación 
con las entidades del Sistema de Bienestar Familiar, 
autoridades judiciales, entidades de salud, educativas 
y de protección social diseñarán una estrategia para 
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la puesta en marcha de un mecanismo que garantice 
la interoperabilidad de los diferentes sistemas 
de información y de integración de las rutas de 
atención como un mecanismo de seguimiento y 
monitoreo que permita centralizar la información de 
los casos individuales para evitar la revictimización 
y reincidencia por parte de los agresores sexuales, 
teniendo en cuenta un enfoque intersectorial, 
territorial y de género, reconociendo las distintas 
formas de violencia sexual que afectan de manera 
diferenciada a los niños, niñas y adolescentes, 
asegurando respuestas institucionales sensibles a las 
particularidades de género, edad, etnia y condición 
de vulnerabilidad de las víctimas.

Parágrafo 3°. El Tratamiento de los datos 
personales se llevará a cabo de acuerdo con lo 
establecido en la Ley Estatutaria 1581 de 2012 y/o 
la que la modifique o sustituya.

Artículo 3º. Programa de Atención y Monitoreo 
a Agresores Sexuales. La Policía Nacional en 
coordinación con el Ministerio de Educación 
Nacional y el Ministerio de Salud y Protección 
Social crearán un programa de atención y monitoreo 
a las personas inscritas en el registro de inhabilidades 
por delitos sexuales contra menores de edad de la 
Policía Nacional, con el propósito de realizar el 
seguimiento correspondiente para la prevención 
de la reincidencia de los agresores sexuales contra 
menores de edad.

Parágrafo. Las entidades señaladas en este 
artículo tendrán dentro del año siguiente a la entrada 
en vigencia de la presente ley para reglamentar su 
funcionamiento.

Artículo 4°. Trámite para realizar el Registro 
en el Sistema Nacional de Monitoreo de Agresores 
Sexuales de Menores de Edad. Los despachos 
judiciales que profieran sentencias en última 
instancia deberán enviar a la Policía Nacional el 
reporte de las personas condenadas por delitos 
sexuales contra menores de dieciocho (18) años 
dentro de los ocho (8) días siguientes a la ejecutoria 
de la sentencia.

Artículo 5°. La interoperabilidad del Sistema 
Nacional de Monitoreo. El mecanismo tecnológico 
de interoperabilidad que centralizará la recolección 
y transmisión de información que permita hacer 
seguimiento a todas las etapas del programa de 
atención y monitoreo de agresores sexuales estará a 
cargo de la Policía Nacional en articulación con las 
entidades señaladas en el parágrafo 2° del artículo 
2° de la presente ley, las cuales podrán tener acceso 
a este mecanismo para el cargue de información, 
será creado en el término de un (1) año contado a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 6°. Reglamentación. Autorícese al 
Gobierno nacional y/o quien este delegue para que 
dentro del año (1) siguiente a la promulgación de 
la presente ley, expida la reglamentación requerida 
para dar cumplimiento a lo dispuesto por la misma.

Artículo 7°. Presupuesto. Autorícese al Gobierno 
nacional a realizar las respectivas asignaciones 

presupuestales para dar cumplimiento a la presente 
ley siempre que se encuentre de acuerdo con la 
disponibilidad presupuestal, el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano 
Plazo”.

Artículo 8°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
todas las leyes, normas y disposiciones que le

Cordialmente,
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